De conformidad con lo establecido en el artículo 200 del Código tributario, sin perjuicio de que exista una citación válidamente notificada, sólo producirá el efecto de aumentar el plazo de prescripción “respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación”.
CÓDIGO TRIBUTARIO – ARTÍCULO 200
PRESCRIPCIÓN - ARTÍCULO 200 INCISO 4° Y  ARTÍCULO 63 DEL CÓDIGO TRIBUTARIO
El Tribunal Tributario y Aduanero de la Región de Coquimbo acogió un reclamo interpuesto en contra de unas liquidaciones mediante las cuales se determinaron diferencias de impuesto a la renta, por haber sido practicadas respecto de periodos que se extendían más allá del término ordinario de prescripción.

El actor alegó la prescripción, señalando que la citación no había generado el efecto de aumentar los plazos de prescripción, por cuanto en ella no se había indicado determinadamente ninguna operación como lo exige el artículo 200 del Código Tributario, sino que se limitó a transcribir algunas cuentas de gastos de la contabilidad. Indicó que el término “operaciones” establecido en los artículos 63 y 200 del Código Tributario se refiere a cada transacción comercial que agrupadas en varias de una misma naturaleza dan origen a las “cuentas”. Además, manifestó que en la liquidación los fiscalizadores se limitaron a reproducir la citación, sin hacerse cargo de la documentación que se presentó en respuesta a  aquélla, la que ya estaba a disposición del SII.

El Servicio evacuó el traslado conferido señalando, que sólo contó con los asientos contables del balance, y no con el detalle de las operaciones por las que se incurrió en el gasto, por lo que la citación estaba correctamente emitida produciendo el efecto de aumentar el plazo de prescripción. Agregó que, no prescindió de la declaración o contabilidad del contribuyente, sino que la aportada no fue suficiente para justificar los montos declarados, porque no se habían acompañado los documentos que respaldaban los asientos contables y las cuentas de gastos.

A partir del análisis de la norma del artículo 200 inciso 4°, del Código Tributario, el sentenciador precisó que, sin perjuicio de que exista una citación válidamente notificada, sólo producirá el efecto de aumentar el plazo de prescripción “respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación”. Concluyó que, en el caso, no se había cumplido con determinar operaciones específicas respecto de las cuales podía entenderse aumentado el plazo de prescripción para fiscalizar los impuestos que de ellas deriven, razón por lo cual, la liquidación reclamada se encontraba prescrita, ya que, el organismo fiscalizador se limitó solamente a mencionar ciertas cuentas de gastos registradas en el balance, sin mencionar operación específica alguna, y sin señalar los reparos oponibles a dichas cuentas, para que de alguna forma se hubiere podido llegar a determinar una o más operaciones sobre las cuales se pudiera haber considerado aumentado el plazo de prescripción.
El texto de la sentencia es el siguiente:

“La Serena, quince de junio de dos mil quince.

VISTOS:

Que a fojas 76 y siguientes, con fecha 18 de diciembre de dos mil quince, comparece doña XXXX, abogada, en representación de XXXX, RUT N° XX.XXX.XXX-X, cuyo representante legal es don XXXX, cédula nacional de identidad N° X.XXX.XXX-X, todos domiciliados, para estos efectos, en la ciudad de Coquimbo, calle Edwards N° 50, y viene en interponer reclamo de conformidad a las normas del Libro III, Título II, artículos 123 y siguientes del Código Tributario, en contra de las liquidaciones de impuestos notificadas con fecha 28 de agosto de 2014, números 62 y 63, solicitando el rechazo de las mismas por las razones que expone.

1.- En primer lugar cuestiona los actos de fiscalización y especial la citación, señalando que con fecha 29 de abril de 2014, se notificó por cédula a XXXX, la citación N° 56 de la misma fecha. Expone que en dicho acto administrativo, los funcionarios que lo suscriben bajo el título “1.- Antecedentes de la fiscalización”, hacen un extenso relato de las notificaciones practicadas en diversas oportunidades al contribuyente, listando una serie de documentación requerida a lo largo de los años, e incluyendo una referencia al Impuesto al Valor Agregado IVA, a saber: “De la revisión efectuada, se detectó que usted utilizaba en un 100 % los créditos fiscales, aun cuando correspondía aplicar la proporcionalidad del IVA por las compras de bienes y servicios de utilización común, por ingresos afectos y exentos de IVA, por lo que usted con fecha 21 de marzo, de forma voluntaria rectificó los formularios 29 de los períodos desde marzo de 2011 a octubre de 2012, emitiéndose giros por la suma de $35.492.547. Por tanto con fecha 14 de abril de 2014, se procedió hacer devolución de la documentación antes recepcionada”.

Indica que de la sola lectura del contenido de la citación, se detecta la falta de claridad de los propios fiscalizadores en determinar cuál era el objetivo de las fiscalizaciones efectuadas y la desconexión entre ellas, a pesar del intento de los funcionarios por hacer aparecer esas actuaciones como relacionadas. Aquello, expresa, se puede constatar no sólo por la cantidad de documentación solicitada por los funcionarios, sino que también de la circunstancia que solamente en una de las notificaciones se indica con claridad el objetivo de la fiscalización: la notificación N° 15, Folio 22618 de fecha 07 de diciembre de 2012.

Señala que también es posible advertir con meridiana claridad que lo que pretende la entidad reclamada, es hacer aparecer a XXXX, como un contribuyente inconcurrente, mediante afirmaciones como las siguientes: “Como Ud., no concurrió a ninguna de las 2 notificaciones realizadas...”; “de la revisión efectuada, se detectó que usted utilizaba en un 100% los créditos fiscales...”; “como Ud., no aportó la totalidad de la documentación necesaria...”. Sin embargo, expone, en la misma citación se deja constancia que los fiscalizadores tuvieron en su poder la documentación respaldatoria, no sólo de la declaración de renta correspondiente al año 2011, objeto de la citación N° 56, si no que toda aquella que en diversas oportunidades se solicitó a XXXX por los distintos funcionarios del Servicio.

Por otro lado, indica, la inclusión de referencias a distintas fiscalizaciones efectuadas y antecedentes aportados por el contribuyente en ellas, induce a confusión, no existiendo coherencia entre el relato que hace referencia a la documentación que se tuvo a la vista para efectuar la revisión de las declaraciones de impuestos efectuadas por XXXX y las cuentas objetadas, ya que no existe, expresa, ninguna alusión a algún análisis efectuado en miras a considerar o desechar los antecedentes tenidos a la vista al momento de determinar la existencia de inconsistencias en las declaraciones de impuesto a la renta de XXXX.

Señala que debido a la falta de coherencia en el relato y de veracidad en el planteamiento contenido en la citación y una evidente falta de objetividad de los fiscalizadores en la revisión efectuada, estima indispensable aclarar y precisar la situación producida en torno a los requerimientos por parte del SII a XXXX.

A). En relación a las dos primeras notificaciones, indica que a raíz de que, por un lado, no tenía claridad en cuanto a la información solicitada por los fiscalizadores y que, por otro lado, los funcionarios tenían muchas dudas del funcionamiento y operaciones que se llevaban a cabo por XXXX, el personal contable de la sociedad debió reunirse en innumerables oportunidades con dichos funcionarios para responder a sus consultas, hechos que no constan en las actas de los fiscalizadores. Señala que durante todo el proceso de revisión, además se entregaron a los fiscalizadores del Servicio antecedentes que tampoco constan en actas de recepción, a saber: Toda la documentación de las transferencias de jugadores XXXX y XXXX; Todos los contratos solicitados por los fiscalizadores; Libros Mayores y respaldos contables; Informe sobre origen de las pérdidas; Informes sobre amortización intangibles dirigidos a la Superintendencia de Valores y Seguros; Contratos de publicidad. Señala que, en relación a la transferencia de los jugadores, se debió recurrir al tribunal arbitral de la XXXX a fin de obtener los ingresos que le correspondía a XXXX, de acuerdo a una reglamentación especial que rige estas transferencias de jugadores. Todos los recursos obtenidos por esta vía, indica, se encuentran debidamente respaldados, depositados en la cuenta corriente de XXXX y contabilizadas en los libros.

B). En relación a la notificación de fecha 15 de mayo de 2013, expone que los fiscalizadores afirman: “Como usted no concurrió a ninguna de las 2 notificaciones realizadas anteriormente, con fecha 15 de mayo de 2013 se le notificó nuevamente mediante formulario 3285, Folio 640111, para que concurriera al servicio de impuestos internos el día 23 de mayo 2013, con la documentación antes mencionada”. Indica que el Servicio tiene amplias facultades para exigir la entrega de información a los contribuyentes e incluso establecer multas en caso de inconcurrencia conforme a lo dispuesto en el artículo 97 N° 6 del Código Tributario. Resulta a lo menos curioso, señala, que a pesar de que de acuerdo a lo indicado en la citación 56, XXXX no presentara ninguno de los antecedentes solicitados, el SII sólo se limitara a notificar por tercera vez al contribuyente, sin que las notificaciones anteriores tuvieren ninguna otra consecuencia.

Sostiene que sin perjuicio de no ser efectiva dicha afirmación, lo concreto es que, tal como lo reconoce el Servicio, se entregaron los siguientes antecedentes: Libro de Remuneraciones año comercial 2009 y 2010; Facturas de proveedores desde el mes de enero a diciembre año comercial 2009 y 2010; Facturas de Ventas año comercial 2009 y 2010; Copia Balance 2009 - 2010; Libro Mayor desde enero a diciembre de 2010; Memoria Institucional XXXX; Escritura original de constitución de la sociedad; Facturas de ventas desde marzo a diciembre 2011 y desde enero a diciembre 2012; Cuenta Mayor año 2009 Folio 2210 Pase Jugadores; Balances 8 columnas años comerciales 2009-2010-2011; Factura de proveedores, con libros de compras enero a diciembre 2011; y Factura de proveedores con libros de compras de enero a octubre 2012.

Señala que al comparar el listado de los antecedentes aportados por XXXX las cuentas objetadas por el SII, resulta de una claridad innegable que los fiscalizadores no revisaron ninguno de los documentos respaldatorios y que justifican las partidas que componen dichas cuentas. Indica que, al contrario de la referencia contenida en el numeral 2 de la citación N° 56 de fecha 29 de abril de 2014 (página 3), que señala: “Partidas y Periodos”, lo cierto es que el SII observó en forma íntegra las cuentas contables que están compuestas de cientos partidas (SIC) cuyos respaldos estuvieron en poder de los fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos, quienes justifican su devolución al contribuyente en el hecho de que éste “de forma voluntaria” rectificó los formularios 29 de los periodos desde marzo de 2011 a octubre de 2012.

Expone que si bien conforme a la interpretación que ha hecho la doctrina y la jurisprudencia en cuanto a que no sería necesario declarar la contabilidad como no fidedigna para prescindir de ella, esta parte estima que es necesario que a lo menos exista evidencia de que ésta no se corresponda con la documentación que le sirve de sustento, para que el SII esté facultado para rechazar en forma íntegra las la totalidad de las partidas que conforman las cuentas registradas por el contribuyente en su contabilidad. Sin embargo, indica, no es en la etapa de citación en que el contribuyente pueda cuestionar la fiscalización, sino que una vez practicada la liquidación, por lo que de todas formas con fecha 30 de junio de 2014, dentro de plazo legal, se contestó la citación 56 de fecha 29 de abril de 2014, acompañando nuevamente la mayoría de los antecedentes requeridos en dicho documento, indicando que “la documentación respaldatoria se encuentra a disposición del SII en las oficinas del club ubicada en XXXX N° 50 Coquimbo para su examen ya que es de gran volumen (último párrafo respuesta citación N° 56 de fecha 30 de junio de 2014)”, de acuerdo a lo indicado por el Servicio en la propia citación, en la página 6: “La documentación requerida debe ser presentada en las oficinas del Servicio de Impuestos Internos de Coquimbo, Melgarejo 655; a menos que por el volumen de ésta el contribuyente requiera que sea revisada en su domicilio”. Era obvio que el volumen de documentos es importante, indica, si analizamos que el SII solicitó en la citación respaldo de ejercicio 2006, 2007, 2008, 2009, 2010, y han transcurrido 2011, 2012, 2013 para citar con fecha 29 de Abril del 2014, en rigor toda la vida de la sociedad XXXX.

2.- En segundo lugar, reclama que el Servicio de Impuestos Internos ha actuado fuera de los plazos de prescripción establecidos en el Código Tributario, para lo cual transcribe el artículo 200 del Código Tributario y el artículo 63 del mismo Código, en cuanto el primero establece los plazos de prescripción de la acción fiscalizadora y el último, en su inciso tercero dispone: “La citación producirá el efecto de aumentar los plazos de prescripción en los términos del inciso 4° del artículo 200 respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en ella”.

Expresa que del tenor de las normas transcritas es posible desprender claramente que la intención del legislador fue que la acción fiscalizadora estuviera limitada en el tiempo, estableciendo como regla general el plazo de prescripción de tres años contados

“desde la expiración del plazo legal en que debió efectuarse el pago” del impuesto respectivo. Excepcionalmente, indica, dicho plazo se extenderá por tres meses respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación que el Servicio efectúe de conformidad al artículo 63 del Código Tributario.

En consecuencia, expone, en el caso de marras, por tratarse de la revisión de la correcta declaración y pago del Impuesto a la Renta, si el pago de los impuestos objeto del reparo por parte del Servicio debió efectuarse con fecha 30 de abril de 2011, el plazo máximo que tenía el ente fiscalizador para efectuar la liquidación de dichos tributos vencía el día 30 de abril de 2014, a menos que se efectuara una citación al contribuyente de conformidad al artículo 63 del Código Tributario, caso en el cual, aquellos impuestos derivados de las operaciones que se hubieren indicado determinadamente en la citación podrán liquidarse dentro del plazo de tres años con tres meses a que se refiere la misma norma, plazo que se aumentará, en caso que el contribuyente hubiere solicitado una prórroga conforme a lo dispuesto en el artículo 63.

En el caso de las liquidaciones objeto de este reclamo, si bien el Servicio de Impuestos Internos efectuó una Citación, en dicho acto administrativo no indicó determinadamente operación alguna, sino que se limitó a transcribir las cuentas contables reflejadas en la contabilidad, a saber:

NOMBRE DE CUENTA
MONTO
MONTO ESTABLECIDO EN EL BALANCE

SERV. DE DEUDA  Y PAGO INT.
$74.844.763
$74.844.763

HONORARIOS
$37.451.156
$37.451.156

CASTIGO PASE JUGADORES
$10.660.437
$10.660.437

COMISION PASE JUGADORES
$10.588.254
$10.588.254

PREMIOS PLANTEL
$12.026.667
$12.026.667

INDEMNIZACIONES
$22.400.000
$22.400.000

OTRAS ASIGNACIONES
$31.418.535
$31.418.535

PARTIDOS
$24.976.404
$24.976.404

ARRIENDOS ESTADIOS
$10.818.900
$10.818.900

FLUC.VAL. MONEDA EXTRANJERA
$21.977.092
$21.977.092

ARRIENDO OFICINA
$12.000.000
$12.000.000

AMORTIZACION INTANGIBLES
$35.251.738
$35.251.738

VARIOS


$13.057.697
$13.057.697

PERDIDA
DE
EJERCICIOS
$54.636.023
$54.636.023

ANTERIORES (ART. 3I n° 3)




Señala que la citación N° 56 de fecha 29, no cumple con el requisito exigido por el artículo 63 del Código Tributario para producir el efecto de aumentar el plazo de prescripción de tres años a tres años con tres meses. A continuación argumenta con los conceptos de “operaciones”, explicando que en virtud de que no se ha definido en las normas tributarias, se hace forzoso recurrir a las reglas de interpretación de las leyes de nuestro ordenamiento jurídico común, contenidas en los artículos 19 a 24 del Código Civil, plenamente aplicables a esta situación por mandato del artículo 2° del Código Tributario. Por una parte, expresa, el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, define el término operación en su acepción comercial como, “Negociación o contrato sobre valores o mercaderías”. Por otro lado, continúa, el Boletín Técnico N° 1 del Colegio de Contadores de Chile (Teoría Básica de la Contabilidad, La ley 13.011 en su letra g art. 13, facultó al Colegio de Contadores de Chile para dictar normas de contabilidad las que fueron entregadas a través de Circulares a contar del mes de Enero de 1973), en el Título II denominado

“Objetivos Básicos de la Contabilidad y Características de la Información Financiera” se refiere a las “operaciones”, de la siguiente manera: “El objetivo de la contabilidad es proveer información cuantitativa y oportuna en forma estructurada y sistemática sobre las operaciones de una entidad, considerando los eventos económicos que la afectan, para permitir a ésta y a terceros la toma de decisiones sociales, económicas y políticas. Para el ente en sí esto involucra un elemento importante de control, eficiencia operativa y planificación”.

Señala que para dilucidar entonces cuál es el sentido que el Código Tributario le da en los artículos 63 y 200 al término “operaciones” el tenor literal de la palabra, debe ser complementado con el sentido técnico de la misma a saber:

1.- Operaciones, como ejecuciones o maniobras metódicas y sistemáticas sobre números o datos.

2.- Operaciones financieras (mercantiles o del comercio): sustituir o intercambiar ciertos capitales, por otros equivalentes, aplicando una ley financiera (Ejemplo de operaciones: compra venta, gastos, préstamos).

De lo anterior, indica, se desprende que el término “operaciones” utilizado por las normas analizadas se refiere a cada transacción comercial que, agrupadas en varias de la misma naturaleza, dan origen a las “cuentas”, que son las que finalmente pueden ser interpretadas, proporcionando información contable para efectos tributarios y financieros.

La conclusión anterior, expresa, se ve reforzada por la redacción de diversas normas del Código Tributario, entre las cuales menciona:

Art 17 inciso sexto: “Las anotaciones en los libros a que se refieren los incisos anteriores deberán hacerse normalmente a medida que se desarrollan las operaciones”.

Art. 21 inciso primero: “Corresponde al contribuyente probar con los documentos, libros de contabilidad u otros medios que la ley establezca, en cuanto sean necesarios u obligatorios para él, la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto”.

Art. 65 inciso primero: “En los casos a que se refiere el número 4° del artículo 97, el Servicio tasará de oficio y para todos los efectos tributarios el monto de las ventas u operaciones gravadas sobre las cuales deberá pagarse el impuesto y las multas. Para estos efectos se presume que el monto de las ventas y demás operaciones gravadas no podrá ser inferior, en un período determinado, al monto de las compras efectuadas y de las existencias iniciales, descontándose las existencias en poder del contribuyente y agregando las utilidades fijadas por los organismos estatales, tratándose de precios controlados, o las que determine el Servicio, en los demás casos”.

Artículo 97: “Las siguientes infracciones a las disposiciones tributarias serán sancionadas en la forma que a continuación se indica:

4°. Las declaraciones maliciosamente incompletas o falsas que puedan inducir a la liquidación de un impuesto inferior al que corresponda o la omisión maliciosa en los libros de contabilidad de los asientos relativos a las mercaderías adquiridas, enajenadas o permutadas o a las demás operaciones gravadas, la adulteración de balances o inventarios o la presentación de éstos dolosamente falseados, el uso de boletas, notas de débito, notas de crédito, o facturas ya utilizadas en operaciones anteriores, o el empleo de otros procedimientos dolosos encaminados a ocultar o desfigurar el verdadero monto de las operaciones realizadas o a burlar el impuesto, con multa del cincuenta por ciento al trescientos por ciento del valor del tributo eludido y con presidio menor en sus grados medio a máximo”.

Para interpretar las normas transcritas más arriba, señala, lógicamente no es posible aislar los conceptos de modo de darle un sentido distinto de aquel tenido en vista por el legislador al configurar la regulación, pretendiendo homologar la solicitud de aclaración de cuentas contables contenida en la citación con el cumplimiento de las exigencias establecidas por el Código Tributario. Tanto el artículo 63 como el artículo 200, en cuanto a la circunstancia que permite aumentar en tres meses más el periodo de prescripción original de tres años, utilizan la frase “respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación”.

3.- En tercer lugar, sostiene el reclamo que las liquidaciones se encontrarían viciadas. Reitera que, a pesar de que los fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos tuvieron libre acceso a los antecedentes que respaldan los registros cuestionados, (incluso, según plantea, además de la recepción de documentos en la etapa previa a la citación 56, se volvieron a requerir y recibir los mismos antecedentes, una vez contestada la citación, indicándose en la respuesta que “La documentación respaldatoria se encuentra a disposición del SII en las oficinas del club ubicada en XXXX N° 50 Coquimbo, para su examen ya que es de gran volumen, y puede ser solicitada al personal administrativo que está instruido a ese respecto por la gerencia”) no hubo por parte del Servicio una depuración de las cuentas, indicando cuáles eran las partidas que no se encontraban suficientemente justificadas y lo que es más importante, por qué se rechazaron en su integridad las cuentas observadas en la citación, limitándose a señalar lo siguiente: “De acuerdo a los antecedentes aportados por la sociedad en respuesta a Citación N°56 del 29/04/2014, los cuales, sólo se componen de libros contables sin los respaldos documentarios de las operaciones que dan cuenta las partidas citadas, se han determinado diferencias por concepto de Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta en la declaración de impuesto a la renta Formulario N°22 Folio 102213101 correspondientes al Año Tributario 2011, cuyo fundamento y metodología de cálculo se detallan en los puntos números II y III de la presente liquidación”.

Luego, expresa, bajo el título “Il Disposiciones Generales” se hace una transcripción de algunas normas contenidas tanto en el Código Tributario, como en la Ley de Impuesto a la Renta, consignando una interpretación genérica de ellas, sin fundamentar determinadamente el rechazo en su totalidad de las cuentas de gastos ni mencionar los antecedentes de hechos precisos que sirvieron de base a la liquidación.

En suma, indica, los fiscalizadores se limitaron a reproducir la citación sin hacerse cargo de la desestimación de la documentación presentada tanto en la citación, como aquella que estuvo a disposición del Servicio de Impuestos Internos y la que se encontraba en las oficinas de XXXX y que no fue revisada por los funcionarios, a pesar de la opción entregada por ellos mismos en la citación, concluyendo:

“En consecuencia, se practica la presente liquidación de impuesto, de acuerdo a lo estipulado en el Artículo 24 del Código Tributario...”.

En la última página de la liquidación, bajo el título “lll Metodología de Cálculo del Impuesto a la Renta de Primera Categoría del Año Tributario 2011”..., se indica más abajo: “Se agrega: Gastos no acreditados fehacientemente, por no tener respaldo documentario”.

Expresa que conforme el artículo 21 del Código Tributario, el peso de la prueba recae en el contribuyente en lo que se refiere a la verdad de sus declaraciones, naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que sirven para determinar los impuestos a pagar. En consecuencia, los libros de contabilidad, constituyen un medio de prueba, a menos que éstos no sean fidedignos. En el caso objeto de esta reclamación, ni las declaraciones, ni los documentos o antecedentes entregados durante el periodo de fiscalización según consta en actas fueron tomadas en cuenta. Además, los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, teniendo la posibilidad del examen en terreno dado el volumen de la documentación a examinar, lo que se pidió expresamente en la respuesta a la citación N° 56, no se presentaron en las oficinas de XXXX y optaron por proceder a determinar tomando el total del valor de cada cuenta de gastos que aparece en el balance general como base imponible para la determinación de los impuestos, obligando al tribunal tributario hacer el trabajo que le corresponde a los funcionarios fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos incumpliendo claramente la normativa que informa su actuar.

El artículo 6° de la ley 20.019, expone, exige a las organizaciones deportivas profesionales, entre otras cosas, la presentación a la asociación o liga deportiva profesional correspondiente y a la Superintendencia de Valores y Seguros, dentro del primer cuatrimestre de cada año, el balance del año anterior, debidamente auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros, y publicar un extracto del mismo en un medio de comunicación escrita de circulación nacional, exigencia que se cumplió, tal como dan cuenta las copias de los certificados que se acompañan a esta reclamación. A la fecha, todos los estados financieros han sido auditados y certificados, información que es pública y a la que es posible acceder a través de la página web de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Indica que si bien el objetivo principal de la superintendencia es proteger los intereses de los accionistas minoritarios y fundamentalmente la revisión se funda en el objetivo que sus registros, informes y estados financieros se ajusten a las prácticas contables habituales, por otro lado se procede al examen total de la contabilidad, libros, registros, documentos, control interno, declaraciones de impuestos, acuerdos de directorios, de tal manera de certificar que la empresa, como ente comercial, realiza sus prácticas dentro de la legalidad.

Expresa que la circunstancia de que los balances se encuentren debidamente certificados por una empresa de auditoría externa y aprobados por un órgano de la Administración del Estado absolutamente independiente y que tiene altos estándares de control, les permite ratificar aún más, que la contabilidad de XXXX, no tiene el carácter de “no fidedigna” al tenor del artículo 21 del Código Tributario y que en consecuencia el Servicio de Impuestos Internos no está autorizado para rechazar de plano trece cuentas de gastos que representan aproximadamente el 36% del total de los gastos operacionales del ejercicio 2010, tributario 2011. Para reafirmar este razonamiento, a continuación transcribe algunos considerandos del Tribunal Tributario y Aduanero de Temuco con fecha 24 de mayo de 2012 en causa RIT GR-08-00045-2011, que declaró la nulidad de liquidaciones practicadas a un contribuyente, por carecer éstas de la debida fundamentación. En este punto, expresa, en vista que las liquidaciones del Impuestos efectuadas por el Servicio no contienen la fundamentación suficiente, requisito mínimo de todo acto administrativo, estima que, el único camino posible para corregir la situación atentatoria contra el derecho del contribuyente a un debido proceso, es la anulación de las liquidaciones 62 y 63 de fecha 27 de agosto de 2014, notificadas con fecha 28 de agosto.

4.- En cuarto término y referido a al rechazo de la cuenta “pérdida de ejercicios anteriores”, señala que en la liquidación, el Servicio se limita a transcribir la anotación que arroja el sistema centralizado de dicho organismo. Por otro lado, la acción fiscalizadora del Servicio se encuentra prescrita, al tratarse de pérdidas de ejercicios anteriores al año Tributario 2011. Al respecto menciona un fallo de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas en causa Rol N° 228-2008 Civil, de 13 de julio de dos mil nueve, transcribiendo los considerandos relevantes a su juicio, en la parte que razona que “el Servicio no puede rebasar los plazos de prescripción para revisar antecedentes contables pretéritos, so pretexto que los mismos puedan servir de base para la determinación de los impuestos correspondientes a períodos tributarios cuya revisión no se encuentra prescrita, pues no existe norma legal alguna que así lo autorice y un examen retroactivo de antecedentes no puede prolongarse indefinidamente, pues con ello se atentaría contra la certeza jurídica; en los mismos términos, la parte que señala que el Profesor Alejandro Dumay Peña sostiene que permitir fiscalizaciones más allá del plazo de prescripción, constituye una derogación administrativa de las normas legales que consagran la prescripción tributaria, ya que en la determinación del impuesto a la renta, influyen en la conformación de su base imponible, múltiples antecedentes que provienen de períodos anteriores, como ocurre con el registro FUT, las pérdidas de arrastre, las amortizaciones, los remanentes de crédito, etc.”.

Sólo cabe agregar, indica, que estima que si el Servicio se encontrara impedido de revisar la procedencia de las pérdidas en el momento en que éstas se producen, se podría encontrar una justificación lógica para suspender el plazo de prescripción del artículo 200 del Código Tributario, situación que no se da en la especie, por lo que no existe ningún fundamento legal ni de hecho para burlar la aplicación de dicha norma.

5.- El quinto capítulo de las alegaciones de la reclamante, dicen relación con las cuentas de gastos que fueron rechazadas y que forman parte de la base imponible que dio origen a las diferencias de impuestos determinadas por el servicio en las liquidaciones 62 y 63, alegando que reúnen la condición de ser gastos solucionados en la generalidad de los casos con cheques de cuenta corriente registrada en la contabilidad de la sociedad, por lo tanto, efectivamente realizados, con documentos que respaldan su contabilización, con las firmas de los apoderados de la empresa y gerente y además de ser necesarios para producir la renta tal como lo prescribe el Art. 31 del DL 824.

Al respecto, indica, se acompañan copias de libros timbrados en hojas sueltas, debidamente autorizadas y timbradas por el SII, de las cuentas de Mayor de la contabilidad en que aparece el detalle de cada asiento contable que indica el motivo del cargo. La descripción que se hace de los gastos efectuados permite determinar que son gastos necesarios e imprescindibles en relación a la actividad específica que realiza la sociedad, que es el fútbol profesional.

a). Cuenta “SERV. DE DEUDA Y PAGO INT”, $74.844.763. Los clubes deportivos, expone, por la naturaleza de su actividad, carecen de un flujo de caja continuo y regular; su financiamiento se origina en publicidad (venta de estáticos en el estadio y Iogos de empresas), borderó (público que asiste al estadio), derechos de televisión (canal del fútbol), venta a abonados (antiguos “socios”), aportes de terceros, donaciones y eventualmente alguna transferencia de un jugador que pueda ser requerido por un Club con más recursos. Todo lo anterior, indica, está sujeto a los resultados deportivos. Si los resultados son negativos, como ocurre en la generalidad de los casos en los clubes pequeños de provincia y en particular en el club XXXX que ocupa el penúltimo lugar en el campeonato de primera “B”, requiere continuamente de préstamos a fin de cumplir con sus compromisos. En el ejercicio 2010, gran parte de su financiamiento se logró con recursos obtenidos a través de la empresa de factoring “Factor One” a quien cedió los derechos de televisión de tal manera que de los dineros aportados por el XXXX - XXX- a los equipos de fútbol chilenos a través de la XXXX (Asociación de Futbol Profesional), fueran pagados directamente a la empresa de factoring, y ésta permitiera un flujo de caja para cumplir los compromisos de la entidad y seguir funcionando con el consiguiente pago de intereses. Los pagos por este concepto a distintos pasivos durante el ejercicio 2010, sumaron aproximadamente $800.000.000 lo que aparece reflejado en el Balance General. Señala que como antecedente para fundamentar estos dichos, se acompaña el respectivo Libro Mayor de la cuenta “Servicio de Deuda y Pago Intereses”. Agrega que este es un gasto necesario para producir la renta puesto que el flujo de caja es imprescindible debido a la irregularidad de los ingresos.

b). Cuenta “HONORARIOS” por $37.451.156. Expresa que el 100% de los asientos contables corresponden a la centralización del libro auxiliar de contabilidad “Libro de Honorarios”. En este libro, indica, aparecen desglosadas las boletas de los prestadores del servicio y la correspondiente retención de 10% de los impuestos que le corresponde y que se integró mensualmente en tesorería con el pago de impuestos (Formulario 29). Corresponden a personal auxiliar administrativo que trabaja ocasionalmente en la captación de socios al inicio del campeonato, y en la recaudación en los días previos a los partidos de la competencia, a saber: Personal paramédico que está presente solamente en los partidos de local; Prestadores de mantención de la página WEB del club y programa computacional de socios que se utiliza en el control de entrada al estadio; Pago comisión a dos representantes de jugadores; Una boleta abogado del club en juicio en Italia para recuperar gastos de formación de seleccionado chileno, Carlos Carmona.

Señala que se acompaña el auxiliar “Libro de Honorarios” en que aparece el listado de boletas sin perjuicio de los demás respaldos que se presentarán en la etapa de prueba y que todos estos pagos, reúnen el requisito esencial de ser “necesarios para producir la renta”.

c). Cuenta “CASTIGO PASE JUGADORES” por $10.660.437. Explica que la cuenta derechos federativos jugadores corresponde a la nómina oficial de jugadores propiedad de XXXX, inscritos en la XXXX y que formaron parte del activo intangible cuando la sociedad anónima deportiva inició sus actividades. Este ajuste, indica, que está en el comprobante 279 corresponde al castigo de esta cuenta por jugadores desafectados y/o retirados del Club según certifica la XXXX, dando por extinguida esta cuenta de activo.

d). Cuenta “COMISION PASE JUGADORES” por $10.588.254. Este valor, sostiene, corresponde a una comisión pagada a don XXXX, ex futbolista de Calama, por el traspaso del jugador XXXX, al Club de Deportes XXXX, por un valor de $3.159.355 y a una indemnización pagada al jugador XXXX por su traspaso al club XXXX, valor pagado por la XXXX en forma directa ante una reclamación del referido XXXX y descontado de los aportes de esta institución hace a los clubes deportivos por un monto de $7.428.899, pagado en forma directa al jugador. Estos valores, indica, son gastos necesarios para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31 del DL N° 824. Adjunta cuenta de Mayor en que aparecen las contabilizaciones de estas comisiones descontada de los ingresos de XXXX.

e). Cuenta “PREMIOS PLANTEL” ascendente a $12.026.667. Esta cuenta, expresa, corresponde a premios pactados en los contratos de cada profesional y que tiene que ver con la frecuencia de sus citaciones a los partidos, por el puntaje que ocupa el equipo en alguna etapa del campeonato, incentivos pactados partido a partido, variables y pagados periódicamente de acuerdo al flujo de caja. Adjunta cuenta de mayor en que aparecen las contabilizaciones de los premios plantel y cuerpo técnico. Al igual que en los casos anteriores, serían gastos necesarios para producir la renta.

f). Cuenta “INDEMNIZACIONES” por $22.400.000. Señala que el total final de la cuenta corresponde a pago de indemnizaciones por término de la relación laboral con trabajadores de XXXX que se encuentran detallados en el libro Mayor de la cuenta “Indemnizaciones” y cuyo desembolso se acreditará en la etapa procesal respectiva. Estos pagos, expresa, reúnen el requisito de ser necesarios, obligatorios e imprescindibles para producir la renta, como lo prescribe el art. 31 del DL 824.

g). Cuenta “OTRAS ASIGNACIONES” por un monto de $31.418.535. Año a año, continúa su explicación, al concluir una temporada se pone término a los contratos de todo el plantel y el cuerpo técnico, por razones económicas. Al iniciar la nueva temporada se contrata nuevamente jugadores de acuerdo a los requerimientos y a los recursos con los que se cuenta. La habitación y la comida debe proporcionarla el Club durante el periodo de preparación y posteriormente los jugadores son ubicados en casas con sus familias. Todos los arriendos son de cargo de XXXX y estos pagos se encuentran respaldados con el respectivo recibo de arriendo. Estos pagos, indica, también cumplen las exigencias legales.

h). Cuenta “PARTIDOS” por $29.976.404. Expresa que la principal actividad de un equipo de futbol está constituida por los espectáculos deportivos, específicamente el futbol. Naturalmente este se hace semana a semana en los estadios de Chile y este espectáculo recibe el nombre de “partido de futbol”. Organizar un partido de futbol implica las siguientes actividades: instalar boleterías para venta entradas, encargados de controlar las puertas, pasapelotas, contratación guardias, traslados e instalación de equipos computacionales, instalación de carteles publicitarios, autorización periodistas. Existe un documento interno que recibe el nombre de “Planilla de Recaudación” donde se hace una liquidación de todos los gastos que implica el partido, ya que al término de la actividad y de forma inmediata, se procede a pagar a todos los prestadores del servicio.

Se acompaña, indica, copia de la cuenta de Mayor “Partidos” y en la planilla de recaudación se adjunta todos los comprobantes originales que sirven de respaldo a la rendición de cuentas. Esta documentación no fue requerida por el personal del Servicio y rechazó de plano en su totalidad la cuenta. Como es obvio, expone, estos gastos son necesarios, obligatorios e imprescindibles para producir la renta.

Por lo demás, expresa, en las centralizaciones del libro de Compras se efectúan las imputaciones a las cuentas de gastos y en este caso se ve en el mayor este detalle de facturas que personal del servicio tuvo en todo momento a la vista como lo indican las actas.

i). Cuenta “ARRIENDOS ESTADIOS” por $10.818.900. Señala que el equipo deportivo realiza sus presentaciones en el estadio XXXX que es de propiedad de la Municipalidad de Coquimbo, quien a través de un convenio con un contrato firmado efectúa el cobro de un porcentaje sobre los boletos vendidos. Este recinto se ocupa cada 15 días para los partidos de la competencia y dos o tres días durante la semana para efectuar los entrenamientos. El resto de los días de la semana se ocupan estadios privados que son cedidos a bajo costo como el de la “Fundación XXXX”, “Complejo XXXX” y Complejo Minera XXXX de La Serena. Estos servicios se hacen en forma directa a la Municipalidad de Coquimbo y en algunos casos a través del canje del personal del club o terceros por la vía de reparaciones de los baños, aposentadurías, corte de pasto, etc.

Estos pagos, indica, están reflejados en la cuenta de Mayor que se adjunta “arriendos estadios” y son gastos necesarios, obligatorios e imprescindibles para generar la renta tal como lo dispone el art. 31 del DL N° 824.

j). Cuenta “FLUC.VAL. MONEDA EXTRANJERA” por $21.977.092. En esta cuenta, expone, el 31 de agosto del año 2009 con el traspaso N° 17 se contabilizó con cargo a cuentas por cobrar el acuerdo que se logró con el Club XXXX (pago de 200.000 Euros) el que había contratado los servicios de XXXX, jugador formado por el club XXXX desde la categoría infantil, sin pagar los derechos Federativos correspondientes que constituyen una norma internacional dispuesta por la XXXX (XXXX). Este ingreso diferido, indica, se contabilizó de acuerdo al cambio vigente a esa fecha del EURO con respecto a la moneda nacional, dando lugar a un valor de $157.438.000 que se abonó a la cuenta de resultados de ese ejercicio, “Pase Jugadores”. Posteriormente, expone, los ingresos reales, debido a la baja violenta del Euro, generó una diferencia de $21.977.092 debiéndose ajustar la cuenta “cuentas por cobrar” con cargo a la cuenta “Fluctuación de Valores Moneda Extranjera” lo que se hizo a través del traspaso N° 269 con fecha 31 de Diciembre 2010. La diferencia se produjo durante los sucesivos depósitos, a los que se le aplico el cambio vigente a esa fecha. Adjunta cuenta de mayor en que aparecen las contabilizaciones de la fluctuación de valores. Este ajuste compensa el mayor valor del resultado del ejercicio 2009 y se origina en una transferencia de jugadores que forman parte del activo de la sociedad, por lo tanto, un cargo obligatorio y necesario para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31 del DL N° 824.

k).   Cuenta   “ARRIENDO   OFICINA”   ascendente   a   $12.000.000. Argumenta que la propiedad del inmueble donde funcionan las oficinas del club XXXX es de la Inmobiliaria XXXX S.A., la cual tuvo la administración del club hasta el 31 de Diciembre del 2006. La nueva sociedad creada al amparo de la ley 20.019 que dio vida a las sociedades deportivas, inició el 27 de Diciembre de 2006 se vio en la necesidad de asumir compromisos por el orden de $82.000.000 de la anterior organización, que debieron ser pagados para lograr la continuidad del Club y seguir realizando las operaciones deportivas ante los distintos estamentos relacionados con la institución. Por acuerdo y contrato celebrado entre las dos sociedades, se decidió ir amortizando estos pagos a través de un arriendo mensual que se fijó en $1.000.000. Por lo tanto el monto de $12.000.000 que aparecen asentados en dos partidas en el libro mayor, corresponde a este valor, que está siendo imputado ejercicio a ejercicio hasta la total extinción de la deuda con inmobiliaria XXXX. En el activo aparece una cuenta denominada “Cuenta Arriendos Anticipados” que reúne todos los pagos efectuados por cuenta de la inmobiliaria y se ha imputado este gasto al ejercicio respectivo desde el 2007 a la fecha y en el ejercicio aparece en la cuenta de Mayor en dos contabilizaciones que suman el total correspondiente al uso de las oficinas el año 2010. Este pago, expresa, por lo explicitado claramente, reúne el requisito de ser “necesarios para producir la renta”, puesto que en la propiedad señalada dirección XXXX N° 50 El Llano Coquimbo, se encuentran las oficinas de la gerencia, administración, contabilidad, atención socios deportivos, bodegas implementos deportivos, salas de reuniones técnicos, sala de reuniones directorio.

l). Cuenta “AMORTIZACION INTANGIBLES” por $35.251.738. Expone que corresponde a la cuota de amortización anual que se realiza a los activos intangibles que vienen desde el asiento de apertura con el aporte de capital realizado por los accionistas de la SADP. Adjunta cuenta de mayor en que aparecen las contabilizaciones de la amortización de valores. La amortización, indica, está establecida de acuerdo a los parámetros técnicos exigidos.

m). Cuenta “VARIOS” por $13.057.697. En la cuenta “Varios”, expresa, aparecen algunos asientos de la centralización del libro compras, Traspaso N° 109 de junio, Traspaso N° 124 de Julio, Traspaso N° 188 de Octubre y N° 213 en Noviembre todos del 2010, sumando en su totalidad la cifra de $5.145.965, valor que a lo menos debe rebajarse de esta cuenta dando por debidamente acreditado el gasto, puesto que los fiscalizadores del SII tuvieron en su poder largamente toda las facturas contabilizadas en los libros de Compras y Ventas como lo indican las actas que se adjuntan al reclamo. En forma especial, indica, en el Traspaso N° 213 aparece la factura N° 99 de la empresa auditora por un monto de $3.900.000 por lo que resulta obvio que los funcionarios que tuvieron esta documentación a la vista, no se dieron el más mínimo trabajo de asociarla al respaldo de estas cuentas. Por lo tanto, sostiene, la revisión efectuada por el Servicio, careció de la condición básica de toda auditoria, esto es, ser sistemática y crítica, y con un enfoque sin prejuicios previos.

n). Cuenta “PERDIDA DE ARRASTRE (ART. 31 N° 3)” por un valor de $54.636.023. Manifiesta que los fiscalizadores tuvieron en su poder los antecedentes que respaldan las pérdidas de los ejercicios anteriores, lo que se explicó latamente en la respuesta a la citación. Sin perjuicio que durante el ejercicio 2010 se hizo un ajuste rebajando las pérdidas, según lo instruido por la SVS en uso de sus facultades legales para corregir los estados financieros, la pérdida de arrastre operacional aparece reflejada en el balance 2010 por un monto de $665.142.425, valor por el cual les asiste el derecho legal a rebajar de las utilidades determinadas el ejercicio 2010 o futuras utilidades.

A fojas 113 y siguientes, con fecha 17 de enero de 2015, comparece don Claudio Martinez Cuevas; Director Regional de la IV Dirección Regional La Serena del Servicio de Impuestos Internos, y en su representación, evacuando el traslado de rigor, solicitando el rechazo del reclamo de autos, en virtud de los siguientes argumentos:

1.- Relata que la contribuyente presentó declaración anual de impuesto a la renta según consta de formulario 22, folio 102213101, correspondiente al año tributario 2011, declaración que resultó inconsistente por la pérdida de arrastre (observaciones F63); observaciones que fueron comunicadas a la contribuyente con fecha 10 de septiembre de 2012 por medio de formulario 3285 N° 623181, para que concurriera al Servicio de Impuestos Internos con fecha 04 de octubre del mismo año, con el objeto de solucionar las impugnaciones.

Agrega que posteriormente, en el marco de una fiscalización del correcto cumplimiento de la declaración y pago de los impuestos de primera categoría, del inciso tercero del artículo 21 de la Ley de Impuesto a la Renta, retención de Impuesto Único Segunda Categoría, años tributarios 2010, 2011 y el correcto cumplimiento tributario del Impuesto al Valor Agregado de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios por los períodos noviembre de 2009 a octubre 2012, señalados en el artículo único de la Ley 18.320, se notificó a la contribuyente con fecha 07 de enero de 2013, con los siguientes documentos (sic):1) Libro Diario, Mayor, Inventario, Balance, Libro de Remuneraciones, Libro de Retenciones, Libro FUT de años tributarios 2010 y 2011; 2) Libro de Compras y Ventas años tributario 2010 y 2011; 3) Copias de facturas de ventas, guías de despacho, notas de débito y crédito emitidos; 4) Boleta de ventas emitidas; 5) Factura de proveedores, facturas de compras, guías de despacho, notas de débito y de crédito recibidas (ejemplares originales y triplicado control tributario); 6) Declaraciones mensuales de IVA (formulario N° 29); 7) Declaraciones anuales de Impuesto a la Renta; 8) Escritura de constitución de la sociedad y representación legal; y 9) Contratos de ventas y préstamos de jugadores, finiquitos y liquidaciones de sueldos de años tributarios 2010 y 2011.

Señala que atendido que la contribuyente no concurrió a ninguna de las dos notificaciones individualizadas, con fecha 15 de mayo de 2013, se notificó nuevamente mediante formulario 3285, folio N° 640111, para que concurriera el día 23 de mayo de 2013.

Expone que al requerimiento señalado, con fecha 23 de mayo de 2013, la contribuyente acompañó mediante acta de recepción la siguiente documentación: 1) Libro de Remuneraciones años comerciales 2009 y 2010; 2) Facturas de proveedores desde el mes de enero a diciembre del año comercial 2009 y 2010; 3) Facturas de ventas años comerciales 2009 y 2010; y 4) Borradores de Balance 2009 y 2010.

Luego, indica, con fecha 28 de noviembre de 2013 la contribuyente presentó según acta de recepción de documentación formulario 3309 el Libro Mayor desde enero hasta diciembre del año 2010 y memoria institucional.

Posteriormente, expone, con fecha 10 de febrero de 2014, la contribuyente acompañó según acta de recepción de documentos formulario 3309 los siguientes documentos: 1) Escritura Original de Constitución; 2) Facturas de ventas desde marzo a diciembre de 2011 y desde enero a diciembre de 2012; 3) Balance de 8 columnas foliados de los años comerciales 2009, 2010 y 2011; 4) Facturas de proveedores, con los Libros de Compras desde enero a diciembre de 2011; 5) Facturas de proveedores, con los Libros de Compras desde enero a octubre 2012; y 6) Cuenta Mayor año 2009 folio N° 2210.

Expresa el Servicio que de la revisión efectuada, se detectó que la reclamante utilizaba en un 100% los créditos fiscales, aun cuando correspondía aplicar en su caso la proporcionalidad del IVA por las compras de bienes y servicios de utilización común, por ingresos afectos y exentos de IVA. Como consecuencia de la fiscalización, con fecha 21 marzo de 2014, la contribuyente, de forma voluntaria rectificó los formularios 29 de los períodos desde marzo de 2011 a octubre de 2012, emitiéndose los giros actualmente cuestionados.

Seguidamente, indica, con fecha 14 de abril de 2014, se procedió a hacer devolución de la documentación individualizada y que, sin perjuicio de la fiscalización llevada a cabo, de forma centralizada mediante carta N° 410201707 de fecha 16 de agosto de 2011, se requirió al contribuyente concurrir al Servicio de Impuestos Internos el día 28 de septiembre de 2011, con la siguiente documentación: 1) Libro FUT; 2) Antecedentes que acrediten la procedencia de la pérdida; 3) Balance Tributario de 8 Columnas y Estado de Resultado; y 4) Ajustes a la Renta Líquida.

. Luego, continúa la relación de hechos, y sin que la contribuyente haya acompañado la totalidad de los documentos requeridos, se practica citación N° 56 de fecha 29 de abril de 2014 de conformidad con el artículo 63 del Código Tributario, la que fue notificada por cédula en la persona de don XXXX con fecha 28 de abril de 2014. El motivo de la citación obedeció a que la declaración de renta Año Tributario 2011 registraba inconsistencias en el monto de las pérdidas de ejercicios anteriores declarado en el Código 634, recuadro N° 2 del Formulario 22. Con fecha 22 de mayo del año 2014, don XXXX, contador de XXXX, solicitó al Jefe de la Unidad de Coquimbo ampliación del plazo para contestar la citación conforme lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario; se accedió a la solicitud por el término de un mes, y con fecha 1 de julio de 2014 la contribuyente acompañó según acta de recepción de documento formulario 3309 los siguientes documentos: 1) Balances Generales año comercial 2006 al 2010; 2) Libro de Honorarios año 2010; 3) Libro FUT Año Tributario 2008 al 2010; 4) Libro Mayor año comercial 2007 al 2010; 5) Libro de Remuneración año comercial 2009 y 2010 y planilla de pago de imposiciones; 6) Copia de Escritura Pública constitución de la sociedad.

Señala que consta en la misma acta de recepción de documentos ya señalada en el párrafo anterior, una anotación marginal redactada a mano por don XXXX, contador de XXXX, mediante el cual manifiesta que se encuentra conforme en la devolución de los documentos referidos.

Finalmente, indica, se procedió a notificar la liquidación ahora reclamada. Las Liquidaciones N° 62 y 63 de 27 de agosto de 2014, fue notificada por cédula el 28 de agosto del año referido, en la persona de XXXX.

2.- En segundo lugar se hace cargo de los fundamentos del reclamo, los que analiza de la siguiente forma:

a). Respecto de la falta de claridad de la citación y documentación disponible. Expresa que el reclamante no deja claro cuál es el aspecto o vicio legal de la Citación que pretende atacar. Sin embargo el contribuyente se justifica señalando que la documentación respaldatoria se encontraba a disposición del Servicio y que éste ente no habría ido a verificarla. Sin embargo, manifiesta el Servicio, que el giro de esta Sociedad Anónima no amerita una gran cantidad de movimiento en cuanto a gasto como otras empresas de constante operatividad; que no existe fundamento legal que impida al contribuyente acompañar la documentación cuando sea requerida por el Servicio salvo lo que indica taxativamente el artículo 8 bis n°6 y artículo 123 N°3 ambas normas del Código Tributario, situaciones que no se dieron en el caso de autos; que se indicó claramente en la liquidación que la documentación requerida en otro proceso de auditoria efectuado al contribuyente fue devuelto oportunamente; por otro lado, expone, no se da en los hechos que la documentación requerida haya sido tan abundante que hubiese impedido su traslado a las oficinas del Servicio. Revisadas las bases computacionales del Servicio, específicamente el formulario 29 de los meses de enero a diciembre de 2010, por el cual se efectuó la liquidación que se recibieron facturas entre 18 y 85 al mes y se emitieron de 0 a 3 al mes.

Señala que se suma a lo anterior que la documentación autorizada ante el Servicio no es de gran envergadura que le impidiera llevarla, registrando facturas, boletas de ventas y servicios; notas de débito, notas de crédito, contabilidad en hojas sueltas, boletas de prestación de servicios de terceros, y boletas de terceros electrónicas. Esto mostraría que no es tan abundante la documentación que el contribuyente debió acompañar.

b). En cuanto a la prescripción de la acción fiscalizadora, señala que tal como se lee en el título 2 del reclamo, bajo el epígrafe “Liquidación practicada fuera del plazo de prescripción de la acción fiscalizadora”, el reclamante aduce que el Servicio de Impuestos Internos ha actuado fuera de los plazos de prescripción, y señala que si el pago de los impuestos debió efectuarse con fecha 30 de abril de 2011, el plazo máximo para liquidar es el 30 de abril de 2014, a menos que existiera Citación y solicitud de prórroga concedida. Pues bien, la reclamante señala que en la Citación practicada no se indicó determinadamente ninguna operación, sino que se habría limitado a transcribir cuentas contables reflejadas en la contabilidad (sic). Entendemos, indica, que esta argumentación se basa en el inciso final del art. 63 del Código Tributario que señala que la Citación produce el efecto de aumentar los plazos de prescripción “...respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en ella”.

Pues bien, sostiene el Servicio reclamado, las operaciones se encuentran indicadas determinadamente al describirse las cuentas contables que este Servicio ha observado y que reflejan los gastos incurridos por el contribuyente durante el año comercial 2010, sin embargo, dada la falta de antecedentes y respaldos de la contabilidad, este Servicio sólo cuenta con el registro de los asientos contables del balance, mas no el detalle de las operaciones por las cuales la reclamante habría incurrido en el gasto.

Señala que no es posible que el mismo contribuyente que no aporta la totalidad de la “contabilidad” quiera trasladar al ente fiscalizador la labor de determinar en detalle las operaciones de la contribuyente, es un atentado contra el principio nemo auditur propiam turpitudem allegans, nadie puede aprovecharse de su propio dolo.

Sostiene que el desarrollo de concepto de operaciones propuesto por el reclamante, no logra aterrizar el problema, pues la empresa no ha aportado la documentación que respalda los asientos contables. Por ello, la Citación N° 56, ya referida, hace una revista de los documentos aportados e insiste en que se deben acreditar las partidas o cuentas de gastos del año comercial 2010 en la forma que se han descrito en el punto 2 de la Citación.

Por lo tanto, indica, la Citación se encuentra bien planteada y ha producido el efecto de aumentar en tres meses la prescripción, a la que se le ha adicionado el plazo solicitado por el contribuyente como prórroga para dar respuesta, de manera que las liquidaciones se encuentran notificadas dentro del plazo legal.

3. En cuanto a los supuestos vicios de la liquidación, basado en que el Servicio no habría hecho una depuración de las cuentas y de las partidas que no se encontraban lo suficientemente acreditadas, y lo que en su concepto es lo más importante, por qué se rechazaron en su integridad las cuentas observadas en la citación. En primer lugar, señala el Servicio, las cuentas incluidas en su declaración de renta en F22 han sido rechazadas en su totalidad por que el monto declarado lo ha sido bajo juramento, el art. 30 inciso 1° del Código Tributario señala que las declaraciones se presentan bajo juramento y, por tanto, bajo obligación de decir verdad, esta mecánica junto al principio de la buena fe contable (Art. 38 de código de comercio) hace que los saldos declarados por el reclamante sean esos y no otros. Este organismo, indica, no ha “prescindido” de la declaración o contabilidad, sino que ha estimado que la contabilidad aportada no es suficiente para justificar los montos declarados en su totalidad, porque sencillamente, no se han aportado los documentos que respaldan los asientos contables y las cuentas. Cualquier contador, o auditor sabe que la contabilidad es un todo orgánico, y que los asientos contables no tienen valor sino en la medida que exista un antecedente documental que de fe de las operaciones.

Por ello, expresa, en este punto toda la retórica del reclamante intenta desviar la atención y no asumir su deber jurídico en cuanto a que debe acreditar fehacientemente el gasto y las cuentas de gasto a satisfacción del Servicio de Impuestos Internos como lo ordena el art. 31 de la Ley de la Renta. Señala que toda la argumentación tendiente a señalar que sus balances son públicos y que la documentación se encontraba a disposición del Servicio no es más que un subterfugio para no cumplir su deber de “acreditación” como lo ordena el art. 21 de Código Tributario.

En síntesis, sostiene, los saldos de las cuentas citadas y posteriormente liquidadas no fueron acreditadas en su integridad por no haberse aportado los documentos que sustentan los asientos contables.

4. En lo que se refiere a las pérdidas de ejercicios anteriores o de arrastre, reitera que, como resultado de la revisión practicada a la declaración anual de impuesto a la Renta, formulario 22 folio N° 102213101, correspondiente al Año Tributario 2011, detectó ciertas diferencias respecto de la información que posee el Servicio de Impuestos Internos en sus sistemas y lo manifestado por la contraria en su formulario 22. Dicha diferencia, expone, derivó en las Liquidaciones que fueron impugnadas por el presente procedimiento general de reclamaciones.

El artículo 31 inciso 3° de la Ley sobre Impuesto a la Renta, expresa, permite la deducción de una serie de gastos, siempre y cuando se relacionen con el giro del negocio. A su vez, indica, en el N° 3 de dicho inciso se menciona que podrán deducirse como gastos las pérdidas sufridas por el negocio o empresa durante el año comercial a que se refiere el impuesto, agregando en su inciso 2° que podrán deducirse las pérdidas de ejercicios anteriores, siempre que concurran los requisitos del inciso 1°, especialmente que se acrediten o justifiquen fehacientemente ante el Servicio de Impuestos Internos.

Por su parte, sostiene, siendo la reclamante un contribuyente obligado a llevar contabilidad y acreditar su renta efectiva mediante ella, según lo dispuesto en los artículos 16 y 17 del Código Tributario, deberá siempre ajustar los sistemas de éstas y los de confección de inventarios a prácticas contables adecuadas, que reflejen claramente el movimiento y resultado de sus negocios. Además, deberá acreditar la renta efectiva, debiendo hacerlo mediante contabilidad fidedigna, salvo norma en contrario y los libros de contabilidad deberán ser conservados por los contribuyentes, junto con la documentación correspondiente, mientras esté pendiente el plazo que tiene el Servicio para la revisión de las declaraciones.

Recalca lo señalado en el título relativo al plazo de prescripción de la acción fiscalizadora, ya que el plazo de prescripción que corresponde aplicar en este caso es el establecido en el inciso primero del artículo 200 del Código Tributario, tres años, aumentado en cuatro meses por la Citación efectuada en conformidad al artículo 63 del mismo cuerpo legal y a la prórroga otorgada al reclamante para dar respuesta a la referida Citación. Dicho plazo, a la fecha de la notificación de la liquidación impugnada, se encontraba plenamente vigente.

Expresa que de acoger el planteamiento del reclamante, el Servicio se vería impedido de ejercer efectivamente la acción fiscalizadora dentro de los plazos de prescripción respecto de la pérdida de arrastre.

En razón de lo señalado, indica, cabe consignar que tratándose de una pérdida de arrastre, corresponde al contribuyente acreditar o probar con la documentación y antecedentes de respaldos necesarios y obligatorios para él, así como la efectividad de sus declaraciones, su naturaleza y efectividad de las operaciones, no aplicándose en el caso los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario, toda vez que invocando el reclamante la pérdida de arrastre, faculta al Servicio para comprobar la efectividad de la misma.

En relación con este tema, cita sentencias de la Excma. Corte Suprema, de la cual se colige que en el caso de marras, el Servicio ha actuado en estricto apego a la ley, ya que el Servicio de Impuestos Internos no ejerce la fiscalización respecto de la pérdida, sino que exige la acreditación de su procedencia para usarlas en el presente caso.

5. En cuanto a los gastos contenidos en las cuentas rechazadas, señala que el contribuyente trata de desvirtuar cada una de las cuentas rechazadas expresando que los gastos fueron necesarios para producir la renta y que fueron respaldados con cheque de la cuenta corriente registrada en la contabilidad de la empresa. Seguidamente indica que dichos gastos se encuentran debidamente registrados en los libros contables de hojas sueltas, debidamente autorizadas y timbradas por el Servicio. Sin embargo, no efectúa un análisis fundamentado tanto de la naturaleza del gasto y que se encuentren respaldados con la documentación pertinente para dar fe de las operaciones impugnadas, de acuerdo lo previene el artículo 31 de la Ley de la Renta. En particular respecto de cada cuenta señala lo que sigue.

a) Servicio de deuda y pago intereses:

Expone que el contribuyente explica la naturaleza de la cuenta, sin embargo, sostiene el órgano fiscalizador, estos intereses deben ser acreditados por el contribuyente de acuerdo a las normas generales del gasto prevenidas en el artículo 31 de la Ley de la Renta y del artículo 21 del Código Tributario. Que en caso de autos, no se efectuó, toda vez que no acreditó de acuerdo a la pertinencia del mismo con los contratos respectivos, facturas, etc. El contribuyente, indica, manifiesta que se acompaña la documentación contable del gasto a través del Libro mayor, sin embargo, olvida éste que para dar autenticidad al mismo debe acompañar los documentos que lo respalden y esta obligación de acreditación no fue cumplida por el contribuyente, lo que derivó en el rechazo del mismo.

b) Honorarios:

Al respecto, indica la reclamada que según el reclamo corresponden a distinto personal que es contratado para realizar variadas tareas de apoyo a la labor del club deportivo, no obstante, es preciso tener presente que el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en su inciso primero, estipula que la renta líquida de una persona natural o jurídica que explote bienes o desarrolle actividades afectas al Impuesto de Primera Categoría en virtud de los N°s 1, 3, 4 y 5 del artículo 20 de la referida ley, se determinará deduciendo de la renta bruta todos los gastos necesarios para producirla que no hayan sido rebajados en virtud del artículo 30, pagados o adeudados, durante el ejercicio comercial correspondiente, siempre que se acrediten o justifiquen en forma fehaciente ante el Servicio.

Asimismo, expresa, este Servicio, a través de diversos pronunciamientos emitidos sobre la materia, ha establecido que para que un gasto pueda ser calificado de necesario para producir la renta y, por consiguiente, susceptible de ser rebajado en la determinación de la Renta Líquida Imponible de Primera Categoría, debe reunir los siguientes requisitos copulativos:

a)
Que se trate de gastos necesarios para producir la renta. 

b)
Que los gastos no se encuentren ya rebajados en el cálculo de la renta bruta a que se refiere el artículo 30 de la Ley de la Renta.

c) Que el contribuyente haya incurrido efectivamente en el gasto, debiendo encontrarse pagados o adeudados a la fecha del balance.

d) Que los gastos se acrediten o justifiquen en forma fehaciente ante el Servicio.

e) Los gastos pagados o adeudados por una empresa deben corresponder al período en que efectivamente ellos se producen, los que deben tener además una directa relación con los beneficios obtenidos.

En el mismo orden de ideas, sostiene, conforme a las normas establecidas en el artículo 21 del Código Tributario, corresponde al contribuyente probar con los documentos, libros de contabilidad u otros medios que la ley establezca, en cuanto sean necesarios u obligatorios para él, la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto.

De acuerdo a lo anterior, indica, los gastos deben tener el respaldo documental pertinente, no sólo la boleta que diera cuenta, sino además otros documentos que probarán la necesariedad del mismo y la relación con el giro de la empresa. Respecto de esta cuenta resulta de suma pertinencia que se hubiese acompañado los contratos donde específicamente se detallara el monto de las remuneraciones pagadas en razón del servicio prestado, a modo de ejemplo, respecto del pago efectuado por concepto de comisión realizado a dos representantes de jugadores. Toda vez que era esencial tener certeza a que jugadores se refería, cuánto es el monto de pago de dicha comisión, la forma de pago, la fecha de pago, etc. y si las contrataciones son necesarias y si se relacionan con el giro de la contribuyente.

En el caso de marras, expone, el contribuyente no probó de manera fehaciente la procedencia del gasto imputado, en abierta vulneración de las normas precedentemente citadas, razón suficiente para rechazarlo.

e) Castigo paso jugadores:

Expresa que el reclamante fundamenta esta cuenta indicando que consiste en la pérdida que se produce por los jugadores desafectados y/o retirados del club, quienes son considerados como un activo intangible de la sociedad, los que fueron valorados cuando el club inició sus actividades. Además agrega que se efectuó un ajuste que se encuentra “en el comprobante 279 corresponde al castigo de esa cuenta” (sic).

En este punto, alega en contrario el Servicio, el contribuyente confunde en primer lugar, los términos del artículo 31 n° 4 de la Ley de la renta, en cuanto a la procedencia del castigo de los créditos incobrables, ya deben referirse al giro del contribuyente, debe encontrarse contabilizado y que se hayan agotado prudencialmente los medios de cobro.

En segundo lugar, señala, el contribuyente yerra en cuanto al concepto “crédito” con “activo intangible”. El valor del jugador y sus fluctuaciones corresponde a las diferencias de valor que puede tener un activo, que es lo que sucede en el caso de autos. Respecto de los créditos, de acuerdo al artículo 578 del Código Civil, “son los que sólo pueden reclamarse de ciertas personas, que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído las obligaciones correlativas...”. Por tanto es un gasto general y no un crédito castigado.

Ahora bien, sigue argumentando el Servicio, al ser un gasto debe ser acreditado de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 de la Ley de Renta y en concordancia con lo establecido en el artículo 21 del Código Tributario, lo que no se produce en este caso, toda vez que no se acompañó por parte del contribuyente la documentación necesaria para dar fidelidad y sustento al mismo.

d) Comisión pase jugadores:

Al respecto, indica, el reclamante hace un detalle de la cuenta, la cual resulta poco clara, toda vez que incluye en esta cuenta dos conceptos.

En primer término, expone, señala como gasto la comisión pagada a don XXXX por el traspaso del jugador XXXX, y después hace referencia a una indemnización pagada al jugador XXXX. De lo anterior queda de manifiesto que el contribuyente mezcla en esta cuenta los supuestos gastos.

Ahora bien, señala, respecto a la acreditación del mismo, el reclamante no dio cumplimiento libros en la etapa administrativa respectiva (sic), toda vez que no acompañó documentación sustentatoria y fehaciente, que diera fe de los asientos contables que figuraban en sus libros.

Manifiesta que respecto de la mencionada cuenta el contribuyente en su reclamo señala que se encuentra acreditado y que cumple los requisitos legales, por el sólo hecho de estar registrado en la cuenta de Mayor. No acompaña ningún tipo de documento que justifique la pertinencia del gasto, llámese contrato de prestación de servicio, boleta, entre otros.

e) Premios plantel:

En cuanto al detalle esta cuenta de gasto, indica, el reclamante lo describe como los premios pactados en los contratos de cada profesional de futbol.

Nuevamente, expone, funda la veracidad del gasto y su pertinencia para generar la renta, por encontrarse en la cuenta de mayor valor registrada. Sin embargo, el contribuyente vulneró la normativa del artículo 31 de la Ley de la Renta y 21 del Código Tributario, toda vez que no acompañó la documentación que diera patrocinio al gasto en cuestión en la etapa administrativa correspondiente. Cabe mencionar que no se acompañó el respaldo documental indispensable para dar fundamento a la presente cuenta, como lo serían los contratos que indicaran la existencia de los premios, la forma de pago, la fecha de pago, etc.

f) Indemnizaciones:

Respecto de esta cuenta de gasto, expresa, el reclamante indica en forma sucinta en que consiste indicando que corresponde al pago de indemnizaciones por el término de la relación laboral con trabajadores, que se encuentran detallados en el libro Mayor.

Sostiene que se debe partir analizando el fundamento del gasto indicado. En primer lugar al parecer este gasto ya se encuentra referido en otra cuenta “comisión pase de jugadores” que hace referencia a una indemnización pagada por el pase del jugador XXXX (sic), existe por tanto poca claridad sobre el mismo.

Se suma a lo anterior, indica, que no se acompañó la documentación de respaldo del gasto en análisis, que diera explicación y fundamentación al mismo. Incumpliendo las normas del artículo 31 de la Ley de la Renta y del artículo 21 del Código Tributario, pues tal como se ha reiterado, no basta sólo la anotación en el libro contable respectivo, sino que resulta necesario el documento que de legitimidad al mismo.

g) Otras asignaciones:

Señala que el reclamante indica que este gasto proviene de dos conceptos, el primero de arriendo de habitación de los jugadores y del pago por distintos conceptos que se generan en el desarrollo de los partidos, indicando que se contrata personas para desarrollar diversas tareas. Respecto de esto último cabe la duda si ya se encuentra rebajada en la cuenta honorarios, toda vez que es poco claro su análisis.

Al respecto, indica, es preciso tener presente que el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que vuelve a transcribir, y el Servicio, a través de diversos pronunciamientos, ha establecido que un gasto debe reunir los requisitos copulativos antes señalados; agregando que el artículo 21 del Código Tributario, impone al contribuyente probar la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto. De acuerdo a lo anterior, indica, los gastos deben tener el respaldo documental pertinente, no sólo la boleta que diera cuenta, sino además otros documentos que probarán la necesariedad del mismo y la relación con el giro de la empresa. Respecto de esta cuenta resulta de suma pertinencia que se hubiese acompañados los contratos donde específicamente se detallara el monto de las remuneraciones pagadas, el contrato de servicio de transporte, contrato de servicio de audio y computacional.

En el caso de marras, expresa, el contribuyente no probó de manera fehaciente la procedencia del gasto imputado, en abierta vulneración de las normas precedentemente citadas, razón suficiente para rechazarlo.

h) Arriendo de estadios:

Señala que el contribuyente fundamenta esta cuenta de gasto, indicando que corresponde al pago por concepto de arriendo del estadio XXXX a la Ilustre Municipalidad de Coquimbo para su uso competitivo y de entrenamiento. Además agrega que este gasto comprende el arriendo de distintas canchas privadas para el entrenamiento del equipo. Concluyendo que este gasto es necesario para producir la renta de acuerdo al artículo 31 de la Ley de la Renta. Indica además que este gasto se encuentra debidamente reflejado en la cuenta mayor de su contabilidad pero no hace referencia a ninguna documentación que acredite los mismos.

Sin embargo, indica, la reclamante no acompañó en la etapa administrativa la documentación para acreditar fehacientemente este gasto, incumpliendo de esta forma las normas del artículo 31 de la Ley de la Renta y artículo 21 del Código Tributario, siendo pertinente el rechazo del mismo. Reitera que la sola documentación contable no resulta suficiente para dar por acreditados cada uno de los asientos en los libros, sino que se debe tener el pertinente sustento material de cada uno de estos.

i) Fluctuación Valor Moneda Extranjera:

Sobre este punto, indica, el contribuyente refiere que existió un gasto al producirse una fluctuación negativa de la moneda extranjera en la venta del pase del jugador XXXX que se contabilizó al 31 de agosto del año 2009, como cuenta por cobrar y se efectuó el pago en una fecha diferida, data que no se encuentra clara, lo cual es fundamental para determinar el valor de la moneda extranjera al momento de efectuar los pagos.

Sin embargo, expresa, la reclamante no acompañó en la etapa administrativa la documentación para acreditar fehacientemente este gasto, incumpliendo de esta forma las normas del artículo 31 de la Ley de la Renta y artículo 21 del Código Tributario, siendo pertinente el rechazo del mismo.

Reitera que la sola documentación contable no resulta suficiente para dar por acreditados cada uno de los asientos, sino que se debe tener el pertinente sustento material de cada uno de estos, sea, factura (sic). Agrega que la reclamante ha indicado en reiteradas ocasiones que el gasto se encontraba debidamente registrado en los libros contables, pero no indica qué documentos acompaña para dar sustento al gasto imputado.

j) Arriendo oficina:

Al respecto, expone, el reclamante indica que esta cuenta, consiste en el arriendo de oficina que realiza a la inmobiliaria XXXX S.A., con un canon mensual de $1.000.000, Sin embargo, de acuerdo a la explicación que da la reclamante de la cuenta, en el fondo es el pago de una deuda por $82.000.000 que tiene con la inmobiliaria en cuestión. Por tanto queda la duda de la efectividad y procedencia del gasto.

Por otro lado, sostiene, el contribuyente en la etapa administrativa no acompañó la documentación pertinente para confrontar y dar por justificado el gasto. Incumpliendo de esta forma las normas del artículo 31 de la Ley de la Renta y artículo 21 del Código Tributario. Repite también que no basta con las anotaciones contables, sino que es necesaria la documentación que da el sustento material a la operación comercial en cuestión.

k) Amortización de intangibles:

Indica que el reclamante señala respecto de esta cuenta que corresponde a la amortización anual de los activos intangibles que viene desde el asiento de capital.

Al respecto reitera que es preciso tener presente que el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y que al igual que en los casos anteriormente deben cumplirse los requisitos del gasto. Sin embargo el contribuyente contravino las normas indicadas al no acreditar de acuerdo a lo indicado, de manera tal que el rechazo del gasto impetrado se efectuó de acuerdo a la normativa tributaria vigente.

l) Varios:

Sostiene que de la simple lectura del análisis que efectúa el contribuyente de este gasto, es poco clara en cuanto a su identidad, toda vez que indica:

“Traspaso N°109 de junio, traspaso N°124 de Julio, traspaso N°188 de octubre y N° 213 de Noviembre de 2010, sumando en su totalidad la cifra de $5.194.965” (sic), agrega “En forma especial en el traspaso N°213 aparece la factura N°99 de la empresa auditora por un monto de $3.900.000” (sic). Queda por tanto en duda, expresa, su naturaleza y necesidad en cuanto a la generación de la renta, incumpliendo, entonces, los requisitos del gasto prevenido en las normas del artículo 31 de la Ley de la Renta y del artículo 21 del Código Tributario.

Se suma a lo anterior, indica, que el contribuyente no acompañó en la etapa administrativa respectiva la documentación pertinente para dar validez al mismo. A mayor abundamiento, funda su excusa en el hecho que supuestamente el Servicio contaba con dicha documentación. Lo que contrasta con la realidad, toda vez que había sido entregada en una oportunidad anterior a la etapa de la citación. Lo que, ofrece, será acreditado por esta parte.

m) Pérdida de arrastre:

Al respecto, explica, el reclamante no realiza un mayor análisis respecto de esta cuenta, señalando simplemente que la explicación se efectuó en la respuesta a la citación y que se habría efectuado un ajuste contable en el año 2010, rebajando las pérdidas de acuerdo a las instrucciones de la Superintendencia de Valores y Seguros por un monto de $665.142.425.

El contribuyente, indica, no realiza una descripción acabada que justifique el origen de la pérdida generada en años anteriores, que den fundamento a justificación del gasto.

Señala que el único medio idóneo para acreditar fehacientemente una pérdida de arrastre, es la contabilidad completa y fidedigna del negocio, toda vez que no surge de un hecho aislado, sino que es producto de todas las operaciones acaecidas durante el ejercicio involucrado a las cuales se deben aplicar normas tanto contables como tributarias, por lo que todos los procedimientos y registros de los distintos libros que forzosamente debe llevar el contribuyente, junto con la documentación respaldatoria, constituyen la prueba cierta ante el Servicio, siendo incluso insuficiente el libro de balances que la ley exige de manera especial

Expone que el contribuyente no acompañó la documentación sustentadora de las pérdidas aludidas en conformidad a lo señalado por nuestro legislador en los artículo 31 de la Ley de la Renta y 21 del Código Tributario, por lo que se tuvo que rechazar el gasto respectivo.

A fojas 127 se recibió la causa a prueba, modificada por resolución de fojas 146, rindiéndose por las partes la que a continuación se indica.

Antecedentes del proceso:

El reclamante presentó la siguiente documentación fundante de su solicitud: Copia de Liquidación 62 y 63, de fecha 27 de agosto de 2014 y su notificación que rolan a fojas 1 y siguientes; Copia de la citación n° 56 que rola a fojas 6 y siguientes; Copia de respuesta a citación n° 56, que rola a fojas 9 y siguientes; Copia de libro mayor de la reclamante del año 2010, folios 1865 a 1867, 1839 a 1840, 1841 a 1842, 1843 a 1844, 1848 a 1850, 1852 a 1853, 1856, 1864, 1865, 1868 a 1869; que rolan a fojas 18 y siguientes; copia de libro de honorarios folios 834 a 844; copia de notificación n° 0623181, que rola a fojas 45; copia de notificación n° 15, que rola a fojas 46; copia de notificación n° 0640111, que rola a fojas 47; copia de acta de recepción y/o entrega y/o acceso documentación, de fecha 23 de mayo de 2013, que rola a foja 48; copia de acta de recepción y/o entrega y/o acceso documentación, de fecha 28 de noviembre de 2013, que rola a foja 49, copia de acta de recepción y/o entrega y/o acceso documentación, de fecha 10 de febrero de 2014, que rola a foja 50; copia de acta de recepción y/o entrega y/o acceso documentación, de fecha 1 de julio de 2014, que rola a foja 51; copia de comprobante contable n° 235 que rola a fojas 52; copia de comprobante de caja operaciones oficina de cambios, que rola a fojas 53; copia de estado de cuentas que rola a fojas 54; copia de fax que rola a fojas 55; copia de declaración pagos entre residentes y no residentes, que rola a fojas 56 y 57; copia de comprobante contable n° 324, que rola a fojas 58; copia de comprobante de operación cambios moneda extranjera, que rola a fojas 59; copia de factura electrónica n° 346262 emitida a la reclamante por XXXX corredores de bolsa; copia de comprobante contable n° 383, que rola a fojas 61; copia de comprobante de operación cambios moneda extranjera, que rola a fojas 62; copia de cartola de detalle de movimiento de acciones emitido a la reclamante por XXXX corredores de bolsa, que rola a fojas 63 y siguientes; copia de informe emitido a la reclamante por auditores independientes XXXX del año 2009, que rola a fojas 66, XXXX del año 2010, que rola a fojas 67 y del año 2011 que rola a fojas 68; copia de balance general de la reclamante del año 2010, que rola a fojas 69 a 71; Copia de Mandato Judicial de XXXX S.A. Deportiva profesional a XXXX, que rola a fojas 72 y siguientes; Copia de Acta de sesión de directorio celebrada con fecha 26 de mayo de 2009 reducida a escritura pública con fecha 02 de octubre de 2009, que rola a fojas 109; Seis cajas caratuladas con el N° 1 al 6 que contienen comprobantes de ingresos, egresos y traspasos contables que conforman la contabilidad del año 2007, guardados en custodia bajo el N° 318-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 164, singularizados en presentación de fecha 18 de marzo del presente año, que rola a fojas 99 y siguientes, con las salvedades indicadas en resolución de fojas 115 de fecha 25 de marzo del año en curso; Seis cajas caratuladas con el N° 1 al 6 que contienen comprobantes de ingresos, egresos y traspasos contables que conforman la contabilidad del año 2008, guardado en custodia bajo el N° 319-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 165, singularizados en presentación de fecha 18 de marzo del presente año, que rola a fojas 99 y siguientes, con las salvedades indicadas en resolución de fojas 115 de fecha 25 de marzo del año en curso; Cinco cajas caratuladas con el N° 1 y 2 que contienen comprobante de ingreso año 2009, caja N° 3 y 4 que contienen comprobante de egreso año 2009, caja N° 5 que contiene traspaso contable año 2009, guardados en custodia bajo el N° 320-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 166, singularizados en presentación de fecha 18 de marzo del presente año, que rola a fojas 99 y siguientes, con las salvedades indicadas en resolución de fojas 115 de fecha 25 de marzo del año en curso; Archivador que contiene lo siguiente: Folio N° 834 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de honorarios: N° 31 de fecha 08 de enero de 2010 de XXXXX, N° 32 de fecha 08 de enero de 2010 de XXXX, N° 33 de fecha 15 de enero de 2010 de XXXX, N° 6 de fecha 29 de enero de 2010 de XXXX, N° 31 de fecha 29 de enero de 2010 de XXXX, N° 24 de fecha 26 de enero de 2010 de XXXX, Folio N° 835 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de honorarios: N° 32 de fecha 05 de febrero de 2010 de XXXX, N° 35 de fecha 19 de febrero de 2010 de XXXX, N° 15 de fecha 24 de febrero de 2010 de XXXX, N° 33 de fecha de 25 de febrero de 2010 de XXXX, N° 01 de fecha 25 de febrero de 2010 de XXXX, N° 33 de fecha 26 de febrero de XXXX, N° 07 de fecha 28 de febrero de XXXX, Folio 836 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de honorarios: N° 04 de 09 de marzo de XXXX, N° 36 de 15 de marzo de XXXX, N° 18 de fecha 29 de marzo de 2010 de XXXX, N° 08 de fecha 30 de marzo de 2010 de XXXX, Folio 837 del Libro de Honorarios, Boletas de Honorarios: N° 53 de 01 de abril de 2010 de XXXX, N° 34 de 01 de abril de 2010 de XXXX, N° 35 de 08 de abril de 2010 de XXXX, N° 38 de fecha 14 de abril de 2010 XXXX, N° 19 de fecha 27 de abril de 2010 de XXXX, N° 09 de XXXX, Folio N° 838 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de honorarios: N° 40 de fecha 13 de mayo de 2010 de XXXX, N° 36 de fecha 19 de mayo de 2010 de XXXX, N° 20 de fecha 27 de mayo de 2010 de XXXX, N° 10 de 27 de mayo de 2010 de XXXX, N° 42 de fecha 15 de junio de XXXX, N° 39 de fecha 17 de junio de 2010 XXXX, N° 24 de 24 de junio de XXXX, N° 40 de fecha 29 de junio XXXX, N° 11 de fecha 30 de junio de 2010 XXXX, Folio N° 839 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de Honorarios: N° 01 de fecha 31 de mayo de 2010 de XXXX, N° 209 de fecha 12 de julio de 2010 de XXXX, N° 44 de fecha 14 de julio de 2010 de XXXX, N° 25 de fecha 27 de julio de 2010 de XXXX, N° 41 de fecha 29 de julio de 2010 XXXX, Folio N° 840 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de Honorarios: N° 47 de 16 de agosto de 2010, de XXXX, N° 210 de fecha 18 de agosto de 2010 de XXXX, N° 29 del 27 de agosto de 2010 de XXXX, N° 42 de 27 de agosto de 2010 XXXX, Folio N° 841 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de Honorarios: N° 49 de 14 de septiembre de 2010 de XXXX, N° 33 de 28 de septiembre de 2010 de XXXX, N° 43 de 29 de septiembre de 2010 de XXXX, Folio N° 842 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de Honorarios: N°227 de 07 de octubre de 2010 de XXXX, N° 51 de fecha 07 de octubre de 2010 de XXXX, N° 38 de 27 de octubre de XXXX, N° 44 de fecha 27 de octubre de XXXX, Folio N° 843 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de Honorarios: N° 54 de 08 de noviembre de 2010 de XXXX, N° 47 de fecha 26 de noviembre de 2010 de XXXX, N° 13 de fecha 27 de noviembre de 2010 de XXXX, N° 41 de fecha 29 de noviembre de 2010 de XXXX, N° 10 de fecha 30 de noviembre de 2010 de XXXX, Folio N° 844 de Libro Auxiliar de Honorarios, Boletas de Honorarios: N° 62 de fecha 01 de diciembre de 2010 de XXXX, N° 63 de fecha 14 de diciembre de 2010 de XXXX, N° 58 de fecha 14 de diciembre de 2010 de XXXX, N° 45 de fecha 27 de diciembre de 2010 de XXXX, N° 49 de fecha 29 de diciembre de 2010 de XXXX, N° 12 de 30 de diciembre de 2010 de XXXX, Copia de documento signado como Anexo N° 1, Valoración “pases de jugadores”, Finiquito de fecha 17 de febrero de 2010 suscrito ante Notario por don XXXX, Finiquito de fecha 17 de febrero de 2010 suscrito ante Notario por don XXXX, Escrito “Se tenga Presente” en Juicio Ordinario Laboral caratulado “XXXX con Club de Deportes XXXX” en que consta pago con 7 cheques Banco XXXX, en el cual se adjunta copia de los respectivos cheque cuenta corriente N° 1 1-289463 y cartola bancaria en que consta el cobro de dichos documentos y su fecha de cobro, Comprobante contable N° 486 de fecha 15 de julio de 2010, Comprobante contable N° 487 de fecha 20 de julio de 2010, Comprobante contable N° 608 de fecha 08 de septiembre de 2010, Comprobante contable N° 549 de fecha 13 de agosto de 2010, Comprobante contable N° 621 de fecha 13 de septiembre de 2010, Comprobante contable N° 657 de fecha 05 de octubre de 2010, Comprobante contable N° 692 de fecha 25 de octubre de 2010, Comprobante contable N° 705 de fecha 02 de noviembre de 2010, Comprobante contable N° 706 de fecha 02 de noviembre de 2010, Comprobante contable N° 771 de fecha 14 de diciembre de 2010, Comprobante contable N° 806 de fecha 29 de diciembre de 2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 15.02.20102, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 16.03.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 31.03.2010 , Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 06.04.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 20.04.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad De Coquimbo a Club XXXX de Fecha 19.05.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de fecha 26.05.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de fecha 01.06.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 10.06.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 19.07.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de fecha 03.08.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 12.08.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de Fecha 26.08.2010, Contrato de Arrendamiento Ilustre Municipalidad de Coquimbo a Club XXXX de fecha 31.08.2010, Carta dirigida al Jefe de Finanzas suscrita por don XXXX de fecha 30 de abril de 2010, Comprobante de Egreso N°17 del 31 de agosto 2009, Comprobante de Ingreso N° 235 de fecha 31 de marzo de 2010, Comprobante de Ingreso N° 324 de fecha 22 de julio de 2010, Comprobante de Ingreso N° 383 de fecha 13 de octubre de 2010, Copia de Escritura Pública de Mandato Procesal Especial de XXXX a don XXXX de fecha 2 de Diciembre de 2009, Copia de carta remitida por XXXX Consejero del Tribunal Arbitral de Suiza de fecha 1 2 de agosto de 2009 ratificando el Acuerdo entre XXXX y XXXX, Autorización de fecha 13 de octubre de 2010 para banco XXXX para la venta de $66.623 euros al valor cambiario de $660 por euro, Escritura Pública de fecha 29 de agosto de 1997 de Compraventa Propiedad XXXX N°50 El Llano a nombre de Inmobiliaria XXXX S.A, Escritura Pública de fecha 28 de agosto del año 2000 entre el “cedente” Club Deportes XXXX y por la otra como “cesionario” Inmobiliaria XXXX S.A. por la cesión de los excedentes de televisión, de las utilidades de la asociación nacional de futbol profesional, Escritura Pública de fecha 1 0 de noviembre de 2012 de Compraventa de Derechos Club Deportes XXXX a Inmobiliaria XXXX, Contrato de arrendamiento del inmueble ubicado en calle XXXX N°50, entre Inmobiliaria XXXX S.A. y XXXX de fecha 14 de diciembre de 2006, Comprobante de Egreso N° 502 de fecha 26 de julio de 2 0 1 0 , Comprobante de Egreso N° 529 de fecha 03 de agosto de 2010, Comprobante de Egreso N° 548 de fecha 13 de agosto de 2010, Comprobante de Egreso N° 606 de fecha 08 de septiembre de 2010, Comprobante de Egreso N° 607 de fecha 08 de septiembre de 2010, Comprobante de Egreso N° 612 de fecha 09 de septiembre de 2010, Comprobante de Egreso N° 623 de fecha 13 de septiembre de 2010, Comprobante de Egreso N° 624 de fecha 13 de septiembre de 2010, Comprobante de Egreso N° 658 de fecha 05 de octubre de 2010, Comprobante de Egreso N° 704 de fecha 2 de noviembre de 2010, Ordinario N° 33783 de fecha 17 de diciembre de 2008, Ordinario N° 25855 de fecha 04 de octubre de 2011, Ordinario N° 13262 de fecha 19 de octubre de 2007, Ordinario N° 31419 de fecha 06 de noviembre de 2011, Carta emitida por don XXXX de fecha 3 de enero 2012 que adjunta Informe Complementario a Memoria 2010, Ordinario 6053 del 01 de marzo de 2012, Balance General 2006, folio N° 845, Balance General 2007, folio N° 2448, 2449, 2450, Balance General 2008, folio N° 2451, 2452, 2453, Balance General 2009, folio N° 2225, 2226, 2227, Balance General 2010, folio N° 2228, 2229 y 2230, guardados en custodia bajo el N° 321-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 167; Talonario Boletas de Prestación Servicio de Terceros del folio N° 69 al 100, guardados en custodia bajo el N° 322-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 168; Carpeta colgante color café denominada “Canal del Futbol 2010” con documentación extendida por XXXX que contiene 38 documentos, guardados en custodia bajo el N° 323-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 169; Memoria XXXX año 2010, guardada en custodia bajo el N° 324-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 170; Legajo tapa naranja de facturas de compras desde enero a diciembre de 2010, guardados en custodia bajo el N° 325-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 171, singularizados en presentación de fecha 18 de marzo del presente año, que rola a fojas 99 y siguientes, con las salvedades indicadas en resolución de fojas 115 de fecha 25 de marzo del año en curso; Archivador denominado “Plantilla Recaudación Estadio 2010”, guardados en custodia bajo el N° 326-2015, según consta en comprobante que rola a fojas 172.

A fojas 159 y siguientes declararon los testigos de la reclamante don XXXX y XXXX.

Con fecha uno de abril de dos mil quince, a fojas 217, se trajeron los autos para fallo.

CONSIDERANDO:

1°.- Que a fojas 76 y siguientes, doña XXXX, en representación de XXXX. RUT N° XX.XXX.XXX-X, ya individualizados, viene en interponer reclamo en contra de las Liquidaciones números 62 y 63 practicadas con fecha 27 de agosto de 2014, por la Unidad de Coquimbo del Servicio de Impuestos Internos IV Dirección Regional La Serena, mediante las cuales se le determinaron diferencias de impuesto a la renta, más reajustes e intereses por un total de $114.308.248, solicitando se dejen sin efecto por los argumentos ya expuestos y que se pueden sintetizar de la siguiente forma:

a) Señala que de la propia citación queda de manifiesto que los fiscalizadores tuvieron en su poder la documentación respaldatoria de la declaración de renta del AT 2011 y de toda aquella que solicitó y no existe ninguna alusión a algún análisis efectuados en orden a considerar o desechar los antecedentes tenidos a la vista al momento de determinar la existencia de inconsistencias en su declaración de renta; agrega que respecto de las dos primeras notificaciones, el personal contable de la reclamante se reunió en innumerables oportunidades con los fiscalizadores entregándoles antecedentes que no están consignados en actas de recepción de documentos que refiere a fojas 78. Respecto de la notificación de 15 de mayo de 2013, indica que acompañaron la documentación que señala a fojas 79 y que al comparar ésta con las partidas objetadas resulta claro que los fiscalizadores no revisaron su documentación. Respecto de la citación n° 56, expone que acompañó la mayor parte de la documentación requerida e indica que la documentación respaldatoria se encontraba en sus oficinas a disposición del SII como ellos lo habían ofrecido en la citación, expresa que el volumen de documentación era importante en atención que el SII la solicitó respecto de los años 2006 a 2013.

b) Alega la prescripción, ya que la citación no produjo el efecto de aumentar los plazos de prescripción, por cuanto en ella no se indicó determinadamente ninguna operación como lo exige el artículo 200, sino que se limitó a transcribir algunas cuentas contables de la contabilidad. Indica que el término “operaciones” indicado en los artículos 63 y 200 del Código Tributario se refiere a cada transacción comercial que agrupadas en varias de una misma naturaleza dan origen a las “cuentas”; sentido que se corrobora de la lectura de los artículos 17, 21, 65 y 97 n° 4 del Código Tributario. Señala que en la liquidación los fiscalizadores se limitaron a reproducir la citación sin hacerse cargo de la documentación que se presentó en respuesta a la citación, la que ya estaba a disposición del SII y la que estaba en las oficinas de la reclamante a disposición de los fiscalizadores, sólo limitándose a transcribir algunas de sus cuentas de gastos registradas en el balance 2010 y que habían sido observadas en la citación.

c) Señala que todos sus estados financieros han sido auditados y certificados por auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia de Valores y Seguros y se encuentran publicados en la página web de dicho organismo, lo que ratifica que su contabilidad no es no fidedigna por lo que el Servicio no está autorizado a rechazar cuentas que representan un 36% del gasto total.

d) Señala que las liquidaciones no tienen la fundamentación suficiente requisito mínimo de todo acto administrativo, por lo que sólo cabe su anulación.

e) Respecto de las pérdidas de arrastre indica que no se pueden revisar más allá de los plazos de prescripción, citando jurisprudencia al efecto.

f) Respecto de las cuentas rechazadas señala que en su mayoría fueron pagadas con cheques emitidos contra la cuenta corriente de la reclamante registrada en la contabilidad y todos sus gastos son reales y efectivos para lo cual acompaña sus registros contables en hojas sueltas timbradas.

g) Respecto a cada una de las cuentas entrega explicaciones respecto del origen de los gastos correspondientes, las que ya fueron reproducidas en la parte expositiva.

2°.- Que el Servicio de Impuestos Internos, evacuando el traslado de rigor, solicita el rechazo del reclamo de autos, en virtud de las siguientes resumidas consideraciones:

a) Indica que la reclamante no deja claro cuál es el aspecto o vicio legal de la citación que acarrearía su nulidad y que el giro de la sociedad, así como la documentación que ha timbrado y que expone, darían cuenta de que la reclamante no presentaría un gran volumen de documentación que justifique que los fiscalizadores fueran a sus dependencias a revisarla y que por el contrario no existen fundamento legal para que no la hubiere acompañado al Servicio y que la documentación acompañada a otro proceso de fiscalización fue devuelta oportunamente.

b) Señala que sólo contó con los asientos contables del balance, no con el detalle de las operaciones por las que incurrió en el gasto, por lo que la citación se encuentra bien planteada y produce el efecto de aumentar el plazo de prescripción. Indica que no ha prescindido de la declaración o contabilidad del contribuyente sino que la aportada no es suficiente para justificar los montos declarados porque no se han acompañado los documentos que respaldan los asientos contables y las cuentas.

c) Respecto a las pérdidas de ejercicios anteriores indica que para que puedan rebajarse como gasto, deben acreditarse fehacientemente ante el Servicio; que la contabilidad pretérita es el único antecedente que permite justificar el monto y necesidad del desembolso.

d) En cuanto a los gastos contenidos en las cuentas rechazadas indica que no han sido acreditados conforme a las normas legales e instrucciones de la autoridad tributaria que señala.

3°.- Que conforme los planteamientos de las partes, es posible distinguir tres materias fundamentales a resolver:

I.- En primer lugar, la nulidad de la liquidación reclamada por vicios en su fundamentación.

II.- Resuelto lo anterior, en caso de ser desestimada esta pretensión, el Tribunal debiera pronunciarse sobre la prescripción de las partidas liquidadas por cuanto la citación no habría producido el efecto de aumentar los plazos de prescripción conforme a los artículos 63 y 200 del Código Tributario.

III.-En caso de desecharse las alegaciones precedentes se debe analizar cada una de las partidas liquidadas y así determinar si estas son o no gastos necesarios para producir la renta.

4°.- Que, como se puede apreciar del acto reclamado que rola en copia de fojas 2 a 5 vta., su único fundamento es “De acuerdo a los antecedentes aportados por la sociedad en respuesta a Citación N° 56 del 29/04/2014, los cuales, sólo se componen de libros contables sin los respaldos documentarios de las operaciones que dan cuenta las partidas citadas, se han determinado diferencias por concepto de impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta en la declaración de impuesto a la renta Formulario n° 22 Folio 102213101 correspondientes al Año Tributario 2011, cuyo fundamento y metodología de cálculo se detallan en los puntos números II y III de la presente liquidación”.

Desde ya es posible observar un defecto en la supuesta fundamentación, en cuanto expresa que se han determinado diferencias de impuesto a partir de antecedentes aportados por el contribuyente, los mismos que luego dice que no fueron aportados. En efecto, las diferencias se habrían determinado de acuerdo a los antecedentes aportados por la sociedad en respuesta a Citación, los que sólo se componen de libros contables sin los respaldos documentarios de las operaciones que dan cuenta las partidas citadas.

En el mismo sentido, se advierte una inconsistencia en el sustento que se pretende otorgar en esta parte de la liquidación, ya que señala que el “fundamento y metodología de cálculo se detallan en los puntos números II y III de la presente liquidación”:

No obstante lo cual, en el punto II el Servicio se limita a realizar una relación genérica de disposiciones jurídico tributarias y la interpretación del Servicio sobre las mismas, a saber, artículos 8 bis números 3 y 4, 17, 16, 18, 21, 24, 59, 115, 123, 124 y 200 del Código Tributario y 1, 14 A), números 1, 3, 4 y 5 del artículo 20, 21, 30, 31 n° 3, 33, 41 números 1 al 13, sin realizar alusión alguna al contribuyente reclamante, su situación tributaria, la respuesta otorgada a la citación y la documentación acompañada al Servicio.

5°.- Que, asimismo, del propio acto reclamado singularizado en el considerando precedente se desprende que la reclamante acompañó a la instancia administrativa los siguientes documentos: libro de remuneraciones años 2009-2010, facturas de proveedores de enero a diciembre años 2009 y 2010, facturas de ventas años 2009 y 2010, borradores de balance 2009 y 2010, libro mayor año comercial 2010, escritura original de constitución, facturas de ventas de marzo a diciembre de 2011 y de enero a diciembre 2012, balance de 8 columnas foliados de los años 2009, 2010 y 2011, facturas de proveedores con libros de compras de enero a diciembre 2011, facturas de proveedores con libros de compras de enero a octubre de 2012. Luego indica que con fecha 14 de abril de 2014 se hizo devolución de la documentación antes señalada, la que se habría utilizado en una fiscalización del impuesto a las ventas y servicios (a la que la reclamante no habría dado respuesta a dos requerimientos de información, como se indica en el acto reclamado, no obstante, en éste se liquida impuesto a la renta y no tiene relación con el procedimiento antes indicado). Además en la respuesta a la citación, la reclamante acompañó la siguiente documentación: Balance general año 2006 autorizado folio 845, balance general año 2007 autorizado folio 2448 a 2450, balance general año 2008 autorizado folios 2451 al 2453, balance general año comercial 2009 autorizado folios 2225 al 2227, balance general año comercial 2010 autorizado folios 2228 al 2230, libro de honorarios año 2010 autorizado folios 834 al 844, libro F.U.T año tributario 2008 al año tributario 2010 autorizado folio 832, libro mayor año comercial 2007 autorizado folios 825 al 623, libro mayor año comercial 2008 autorizado folios 501 al 682, libro mayor año comercial 2009 autorizado folios 2231 al 2447, libro mayor año comercial 2010 autorizado folios 1701 al 1862, libro de remuneraciones año comercial 2009 y 2010 no autorizado y sin folios, más plantillas de imposiciones y copia de escritura de constitución de la sociedad.

6°.- Que, en lo que se refiere a la falta de entrega de determinada documentación por el contribuyente, en su caso, efectivamente puede llegar a ser mérito suficiente para que la autoridad tributaria determine las diferencias de impuesto en base a sus antecedentes y así constituir una causa suficiente para fundamentar adecuadamente una liquidación de impuesto, sin embargo no lo es en el caso sub-lite, por diversos motivos que a continuación se pasan a exponer.

7°.- Que, en primer lugar, porque, como se indicó en considerando 4°, el Servicio en su liquidación sostiene que se han determinado diferencias de impuesto a partir de antecedentes aportados por el contribuyente. En tal sentido, luego de esta afirmación no es posible al mismo tiempo sostener que el fundamento es la falta de antecedentes aportados por el contribuyente. De todas formas, de ser en verdad el fundamento uno distinto a los antecedentes proporcionados por el contribuyente, debieron expresarse con claridad a objeto que el administrado pueda ejercer válidamente su derecho a defensa; pudiendo al efecto el Servicio ejercer sus facultades de tasar para el evento de ser imposible determinar la base imponible del impuesto.

8°.- Que tampoco es efectivo que el Servicio no haya tenido la documentación a su disposición; desde ya porque abundantes antecedentes contables fueron puestos físicamente en poder del fiscalizador, como se describe en el razonamiento 5°. Además, fue el propio Servicio quien ofreció a la reclamante revisar la documentación en sus oficinas a lo cual la contribuyente accedió. De esta forma el Servicio señaló a la reclamante en la citación 56, que es el antecedente de las liquidaciones reclamadas, lo siguiente: “La documentación requerida debe ser presentada en las oficinas del Servicio de Impuestos Internos de Coquimbo, Melgarejo 655; a menos que por el volumen de ésta el contribuyente requiera que sea revisada en su domicilio.”, a lo que la contribuyente en su respuesta a la mencionada citación respondió: “La documentación respaldatoria se encuentra a disposición del SII en las oficinas del club ubicada en XXXX N° 50 Coquimbo, para su examen ya que es de gran volumen, y puede ser solicitada al personal administrativo que esta instruido a ese respecto por la gerencia”.

9°.- Que, solo en esta instancia, sin que en recepción de la respuesta a la citación o en la liquidación se dijera nada sobre el particular, el Servicio sostiene que no fue a revisar la documentación de la contribuyente a su domicilio porque su volumen no era importante, exponiendo un cuadro que rola a fojas 115 donde se refiere a la documentación tributaria (boletas, facturas, notas de débito y crédito) y timbraje libros de contabilidad. No obstante, sin perjuicio de que el escrito en que el Servicio evacúa el traslado al reclamo no es un instrumento idóneo para complementar los fundamentos de una liquidación de impuesto, que como acto administrativo terminal que es, debe bastarse a sí misma, tal alegación es inconsistente con el propio fundamento de la liquidación, ya que no es ésta la documentación que no se habría aportado, es más, dicha documentación, en su mayor parte sí fue aportada en la etapa administrativa, como se expuso en el considerando 5°, sino que se refiere a la documentación de respaldo de la contabilidad, la cual no sólo se compone de los mencionados documentos tributarios. Por lo demás si el Servicio decidió no revisar la documentación en el domicilio del contribuyente, debió habérselo comunicado a este último para que tuviera la oportunidad de llevarla a las dependencias del SII y no imputarle luego un incumplimiento que trajo como consecuencia, según se indica en las liquidaciones, precisamente la determinación de diferencias de impuesto por más de cien millones de pesos.

10°.- Que, por el contrario, parece justo entender que el contribuyente cumplió su obligación de aportar los documentos solicitados, en cuanto, si se le ofreció, que en lugar de llevar la documentación a las oficinas del Servicio, las pusiera a disposición en las instalaciones en que se encontraran, sin poner más requisitos o condiciones que, “por el volumen de ésta el contribuyente requiera que sea revisada en su domicilio”, lo que efectivamente cumplió al responder la citación, señalando que por el volumen, quedaban a disposición en las instalaciones del contribuyente.

11°.- Que, como se hace notar en el número anterior, la calificación del volumen de los documentos que justificara ponerlos a disposición sin trasladarlos desde su ubicación en la empresa, quedó entregada al contribuyente sin requisitos o condiciones. También se dijo que ningún reparo se efectuó a la decisión en tal sentido por el contribuyente, ni al recibir la respuesta a la citación, ni en la liquidación. Pero más importante aún es que en el curso de este procedimiento quedo claramente demostrado que el volumen de documentos efectivamente es abultado, sumando varias cajas, las que en la parte expositiva se refieren genéricamente ante la imposibilidad material de anotar los miles de documentos que en ellas se contienen.

12°.- Que, conforme a lo antes dicho y a objeto de determinar la trascendencia del vicio denunciado, es necesario referirse a la reglamentación que se hace en el artículo 21 del Código Tributario en cuanto dispone que: “Corresponde al contribuyente probar con los documentos, libros de contabilidad u otros medios que la ley establezca, en cuanto sean necesarios u obligatorios para él, la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto”. Luego agrega que “El Servicio no podrá prescindir de las declaraciones y antecedentes presentados o producidos por el contribuyente y liquidar otro impuesto que el que de ellos resulte, a menos que esas declaraciones, documentos, libros o antecedentes no sean fidedignos. En tal caso, el Servicio, previos los trámites establecidos en los artículos 63 y 64 practicará las liquidaciones o reliquidaciones que procedan, tasando la base imponible con los antecedentes que obren en su poder. Para obtener que se anule o modifique la liquidación o reliquidación, el contribuyente deberá desvirtuar con pruebas suficientes las impugnaciones del Servicio, en conformidad a las normas pertinentes del Libro Tercero”.

13°.- Que esta norma frecuentemente es resumida en su contenido expresando que establece el peso de la prueba que recae en materia tributaria sobre el contribuyente. A este respecto vale la pena precisar que en su primera parte, la que nos ocupa, reglamenta la importancia y obligatoriedad de la contabilidad para el contribuyente, regulando la relación existente entre las obligaciones de llevar contabilidad que el Código del ramo impone en los artículos inmediatamente anteriores al artículo 21 (16 al 20) y la importancia de esta contabilidad y antecedentes de respaldo, en cuanto, junto con ser una carga, al mismo tiempo es una garantía para el contribuyente frente a la administración.

El libro primero, título I, se ocupa de algunas normas contables, entre los artículos 16 y 20. Destaca la primera parte del artículo 17, en cuanto dispone: Toda persona que deba acreditar la renta efectiva, lo hará mediante contabilidad fidedigna, salvo norma en contrario.

A continuación de este párrafo, el párrafo 3° se inicia con el artículo 21 ya copiado y lo primero que regula es la importancia de la contabilidad y demás antecedentes de respaldo de las operaciones del contribuyente. En efecto, dispone: “Corresponde al contribuyente probar con los documentos, libros de contabilidad u otros medios que la ley establezca, en cuanto sean necesarios u obligatorios para él, la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto”. De esta forma, la carga accesoria que la Ley impone al contribuyente en los artículos 16 y siguientes, además de generar infracciones su transgresión, tiene una consecuencia de la mayor importancia para la determinación de las posibles diferencias de impuesto, ya que el contribuyente no solamente debe probar la verdad de sus declaraciones sino que debe hacerlo con la contabilidad en cuanto se encuentre obligado a llevarla.

14°.- Que, junto a lo anterior, la misma norma establece una justa garantía para el administrado obligado a llevar la contabilidad y que pretende demostrar la verdad de sus declaraciones con esa contabilidad, tal como se le exige, esta garantía consiste en que la administración tributaria no puede prescindir de ella para determinar la diferencia impositiva. Así se lee en la parte siguiente de la norma: “El Servicio no podrá prescindir de las declaraciones y antecedentes presentados o producidos por el contribuyente y liquidar otro impuesto que el que de ellos resulte…”. De esta forma, el contribuyente que cumple con la carga de la contabilidad, sabe que le servirá para demostrar la efectividad de los hechos económicos que generaron el impuesto y que la administración tributaria tiene prohibido prescindir de ella, que debe respetarla, determinando los tributos en conformidad a ella. No entenderlo así conduciría al absurdo de que el contribuyente debiera llevar contabilidad y que no obstante ello le pudieran determinar, sin una causa que lo justifique, los impuestos en base a otros antecedentes contrarios a ella.

Obviamente y tal como luego establece el artículo 21 en comento, esta garantía alcanza su límite en el estricto cumplimiento por el administrado de su carga, tanto en cuanto a llevar la contabilidad que se le exige, como el que esta sea fidedigna.

15°.- Que las consecuencias que derivan para el contribuyente de su incumplimiento (por no llevar o llevar una contabilidad que no sea fidedigna), básicamente consiste en que el Servicio le liquidará con los antecedentes que obren en su poder, prescindiendo de los antecedentes del contribuyente, en especial de su contabilidad. En esta parte, para actuar así, al Servicio se le impone que en forma previa cumpla los trámites establecidos en los artículos 63 y 64.

Conforme lo anterior, resulta evidente que el Servicio debe manifestar con claridad y fundadamente los motivos que le permitieron dejar de lado la contabilidad del contribuyente.

En la especie, si el Servicio estimaba que la documentación respaldatoria de la contabilidad era imprescindible para realizar correctamente su trabajo de auditoría, debió concurrir a las dependencias del contribuyente a revisarla, para lo cual había efectuado un ofrecimiento expreso e inequívoco, al cual el contribuyente había accedido en los mismos términos, no vislumbrándose razón alguna, para que en la hipótesis descrita no hubiera concurrido, ubicándose la Unidad liquidadora del Servicio y las dependencias del contribuyente en el radio urbano de una misma ciudad, al parecer no a una mayor distancia, ya que tanto la citación como la liquidación reclamada, como consta en esta última, se notificaron el mismo día de su respectiva emisión. Por lo que aceptar el único fundamento de la liquidación reclamada, la falta de la documentación, implicaría que la falta de los fiscalizadores del Servicio es fundamento para una liquidación de impuestos.

16°.- Que, como se desprende inequívocamente de la lectura del transcrito artículo 21, en concordancia con el inciso segundo del artículo 11 de la Ley 19.880 que establece “Los hechos y fundamentos de derecho deberán siempre expresarse en aquellos actos que afectaren los derechos de particulares, sea que los limiten, restrinjan, priven de ellos, perturben o amenacen su legítimo ejercicio, así como aquellos que resuelvan recursos administrativos.” y de lo dispuesto en el inciso 4° del artículo 41 del citado cuerpo legal, pesa sobre la administración, en estos casos, la obligación de fundamentar suficientemente las liquidaciones de impuestos.

17°.- Que, tratándose de un contribuyente que dio respuesta oportuna a la citación, acompañando a lo menos la documentación que se indica en el considerando 5°, conforme a los artículos 21 inciso segundo parte primera y 8 bis número 9 del Código Tributario que consagra para los contribuyentes el “Derecho a formular alegaciones y presentar antecedentes dentro de los plazos previstos en la ley y a que tales antecedentes sean incorporados al procedimiento de que se trate y debidamente considerados por el funcionario competente”, el Servicio debió hacerse cargo de la respuesta del contribuyente a la citación y en ningún caso limitarse meramente a reproducir lo ya señalado en la citación en la liquidación de impuesto como lo hizo. En especial debió estudiar la documentación contable y, primero en base a ella o en la medida que la estimara no fidedigna fundadamente, determinar las diferencias impositivas.

18°.- Que, la falta de fundamentos de la liquidación reclamada, afecta directamente el derecho a defensa de los contribuyentes, garantizado constitucionalmente en el numeral 3° del artículo 19 de la Carta Fundamental, toda vez que el contribuyente no sabe cuáles son las partidas e impugnaciones específicas que debe reclamar, cuyos fundamentos sólo se encontrarían en el fuero interno de algún fiscalizador donde ni el reclamante ni el Tribunal pueden acceder a ellos, y si bien se indican en una tabla las partidas que supuestamente se encontrarían cuestionadas, no se expresan los motivos para tal calificación, no existe reproche alguno, ni se señalan las razones por las cuales no se consideraron la respuesta a la citación y los documentos acompañados, en circunstancias que conforme al artículo 21 del Código Tributario, sí debieron considerarse.

19°.- Que, respecto al requisito de la fundamentación, que dicho sea de paso, requiere de una densidad más alta tratándose de actos administrativos terminales, como lo es una liquidación de impuesto, el profesor Eduardo Soto Kloss en su obra Derecho Administrativo Temas Fundamentales, editorial Legal Publishing, año 2010, señala que es necesario tener en cuenta que es un elemento básico o constitutivo del acto administrativo, la fundamentación, esto es la exposición formal y explícita de la justificación de la decisión, es decir la expresión formal, en este caso, de los antecedentes de hecho y de las razones que dan justificación lógica/racional de la decisión que se adopta, para satisfacer una determinada necesidad pública. Esta fundamentación da cuenta del “por qué” se emite una decisión, y que sustenta o sostiene su juridicidad, su conformidad a Derecho. Es la fundamentación del acto administrativo, además, una exigencia legal, contenida en el artículo 41 inciso 4° de la ley n° 19.880, que indica “Las resoluciones contendrán la decisión, que será fundada”. De esta forma se ha señalado que la fundamentación, como requisito de validez que es (puesto que incide en materia de “competencia”), no se cumple con cualquier fórmula convencional, de cliché, o banal. La fundamentación ha de ser “suficiente”, de tal modo que la conclusión que se adopta sea la conclusión lógica, racional, de esas normas habilitantes de competencia y de esos hechos/necesidad pública que la Administración debe resolver, satisfaciéndola. Es, precisamente, en la fundamentación en donde debe concretarse necesariamente esa “congruencia”, que de no darse vicia la decisión por carencia de justificación, de razonabilidad. De allí es que la “fundamentación” del acto administrativo constituye un principio general del derecho administrativo que tiene una base constitucional en el derecho fundamental al debido procedimiento racional y justo, que la Constitución reconoce expresamente a toda persona (artículo 19 n° 3 inciso 5°, en concordancia con la constancia adoptada por la Comisión Ortúzar en sesión 102, referido también a los actos administrativos y con especial referencia a los actos administrativos sancionadores). Y el vicio en la fundamentación es precisamente la “arbitrariedad”, es decir, la carencia de razonabilidad de la decisión adoptada, desde que ella carece de la indispensable sustentación normativa, lógica y racional (ni suficiente, ni congruente), y su consecuencia es la nulidad (propiamente inexistencia) del pretendido acto administrativo, por contravenir la Constitución (artículo 7 incisos 1° y 2°) y la ley (19.880). Es sabido que para la validez jurídica de un acto administrativo y muy en especial de un acto sanción, dados los principios de legalidad y tipicidad que intrínsecamente los rige, se requiere, entre otros requisitos, la existencia del hecho/motivo que la ley configura como “habilitante” para que el órgano competente actúe, satisfaciendo la necesidad pública que tal hecho comporta, de allí que tal hecho sea el “motivo”, fundamento o razón, que induce a obrar, que mueve a actuar al órgano público. La jurisprudencia, tanto contralora como especialmente judicial, ha sido muy homogénea y constante en afirmar que el acto administrativo debe bastarse a sí mismo, por lo cual además de otras exigencias, debe contener la consideración de los hechos que permiten dictar la medida adoptada, hechos que deben existir al momento de adoptar el decreto o resolución correspondiente, y que le dan el sustento fáctico para que sea dictado.

20°.- Que, en este mismo sentido la Excelentísima Corte Suprema en la causa Rol n° 14.774-14, en sus considerandos quinto y sexto, respecto de la fundamentación de las liquidaciones de impuesto, señaló: “Este aspecto resulta de suyo relevante en la decisión de lo debatido, toda vez que en autos no se ha cuestionado la facultad del ente fiscalizador de impugnar o imputar, como se señala en el recurso, sino que se ha demandado por los jueces la justificación de la razonabilidad del cuestionamiento formulado - aspecto no menor teniendo en consideración la carga que grava a la autoridad en cuanto a la necesidad de justificar y fundamentar sus decisiones, máxime si ellas afectan derechos de los gobernados- decidiendo que no fue demostrado, teniendo en consideración para ello aspectos eminentemente fácticos y que no ponen en tela de juicio las atribuciones que la ley confiere al Servicio de Impuestos Internos”. Y luego agrega que “Que la situación constatada precedentemente no es subsanada con la referencia que se efectúa al artículo 21 del Código Tributario, ya que dicha norma sólo determina la carga de la prueba que grava al contribuyente respecto de la veracidad de las operaciones cuestionadas, aspecto que supone que la impugnación previa que se formule sea cierta y determinada, reproche cuya ausencia es la que se destaca en el razonamiento del fallo atacado, al calificarlo de meras sospechas y que solo podrían dar pie a un retardo en la decisión de lo solicitado o una fiscalización más intensa, lo que no se demostró”.

21°.- Que, más aun, el propio Servicio de Impuestos Internos, en la circular 51 de 2000 y 26 del año 2008, establece como un ejemplo de vicio o error manifiesto de una liquidación de impuesto la “emisión de liquidaciones o resoluciones en que se omiten los fundamentos necesarios para su acertada inteligencia”.

22°.- Que, admitir una liquidación con tal indeterminación y ausencia de las motivaciones que conllevan a su adopción, implican además una vulneración del principio de juridicidad consagrado en los artículos 6 y 7 de la Constitución Política, toda vez, que el órgano administrativo, actúa de una forma distinta a la prescrita por la ley, cuando prescinde de los antecedentes producidos por el contribuyente y liquida un impuesto distinto, si bien la administración se encuentra facultada para esto último, debe primer ponderar la contabilidad y/o antecedentes que han sido puestos a su disposición y luego fundamentar, suficientemente, los actos respectivos. No existe constancia en la liquidación reclamada de que el Servicio hubiera siquiera leído los antecedentes aportados por el contribuyente, y al actuar de esta forma el Servicio infringe el principio señalado, toda vez que traslada al presente Tribunal, toda la carga de realizar el proceso de auditoría del contribuyente, en circunstancias de que es el órgano administrativo reclamado, por un lado, el llamado por la ley a realizar dichas auditorías, y por otro lado, el que ha sido investido de las facultades legales suficientes para llevar a cabo ese cometido. No así el Tribunal, el cual no sólo no es el llamado por la ley para realizar dicho procedimiento, por lo que, como es lógico, no cuenta con las facultades legales pertinentes, pero además, tampoco se encuentra provisto de los medios logísticos y/o tecnológicos para llevarla a cabo, por ejemplo, realizando cruces de información entre contribuyentes.

23°.- Que, no obstante que los razonamientos anteriores resultan suficientes para acoger la primera alegación de la reclamante y dejar sin efecto las liquidaciones; a mayor abundamiento se harán algunas consideraciones respecto a la alegación de la prescripción de la acción fiscalizadora, que se produciría de acuerdo a la reclamante por cuanto la liquidación se practicó cuando se encontraba vencido el plazo del artículo 200 de tres años y la citación no habría producido alteración alguna del referido plazo, debido a que en la citación no se habría indicado ninguna operación de la contribuyente. Por su parte el Servicio expone que sólo contó con los asientos contables del balance, no con el detalle de las operaciones por las que incurrió en el gasto, por lo que la citación se encuentra bien planteada y produce el efecto de aumentar el plazo de prescripción.

24°.- Que, respecto de la prescripción conviene decir algunas palabras, en primer lugar que, esta encuentra su fundamento en la seguridad jurídica, la cual a su vez encuentra su principal parámetro en la previsibilidad, en este sentido la Excelentísima Corte Suprema ha expresado que “La prescripción extintiva tiene su fundamento en el interés público de dar certeza a las relaciones jurídicas, de tal modo que un derecho subjetivo no ejercitado durante un periodo prolongado crea la convicción de que aquél no existe o que ha sido abandonado” (Queja 19 de mayo de 1983, Rev., T. 80, sec. 1ª pág 34, citada por RIOSECO ENRÍQUEZ, Emilio La prescripción extintiva ante la jurisprudencia, segunda edición, Santiago, Editorial Jurídica, año 2004, p. 9). En el mismo orden, se ha manifestado la doctrina al señalar que “… ella trae la estabilidad para las relaciones jurídicas; si no mediara la prescripción liberatoria, sería menester guardar o establecer las constancias de extinción de toda obligación por los siglos de los siglos, ya que en cualquier tiempo los herederos del deudor, y los herederos de los herederos, podrían verse expuestos a un cobro de la deuda, sin poder justificar la cancelación de ella que alegan…”, ABELIUK MANASEVIC, René, Las Obligaciones Tomo II, cuarta edición, Santiago, Editorial Jurídica, año 2005, p. 1073.

También es de la mayor importancia tener en consideración que en lo referente al ejercicio de la acción fiscalizadora, para lo cual los artículos 59 y 200 del Código Tributario entregan al Servicio un plazo de tres años y muy excepcionalmente de seis, más que del ejercicio de acciones, nos encontramos frente al ejercicio de las potestades que la Ley ha entregado a un órgano de la administración del Estado, en que, tal como sostiene el Servicio de Impuestos Internos en las explicaciones oficiales sobre esta y otras materias como fundamento de vicios o errores manifiestos en las liquidaciones, contenidas en la Circular 51 de 2001, al autorizar la anulación de liquidaciones practicadas fuera de los plazos de prescripción, precisamente por operar la prescripción, “corresponde hacer explícita la sanción de nulidad del acto, conforme dispone el artículo 7° de la Constitución Política de la República aplicable a los casos en que el aparato fiscalizador actúa excediendo sus facultades legales”.

25°.- Que, en lo que se refiere a la figura de aumento de los plazos de prescripción, el legislador, luego de otorgar el plazo ordinario de tres años y el extraordinario de seis; consideró diversas circunstancias que justifican extender estos plazos, atendiendo precisamente a que el órgano fiscalizador deberá efectuar nuevas diligencias antes de ejercer su acción fiscalizadora mediante la correspondiente liquidación, en la especie, examinar los antecedentes que el contribuyente entregue en respuesta a la Citación. Sin embargo el aumento del plazo debe entenderse rigurosamente, con estricto apego a la regulación legal, no solo porque se trata de un aumento del plazo del que depende la consolidación de un derecho para el administrado, sino porque estamos en presencia de los límites temporales establecidos en la Ley para el ejercicio de la potestad fiscalizadora de la administración tributaria; lo que implica que el órgano debe ajustarse estrictamente al mandato legal, además que no podría interpretar la norma en forma extensiva y menos todavía en su beneficio.

En armonía con lo anterior, al disponer el legislador que el plazo se ve aumentado por la Citación, no establece un aumento a todo evento o sin restricciones respecto de un contribuyente o respecto de todos los impuestos que le afectan, ni siquiera respecto de la totalidad del impuesto de que se trate, este aumento del plazo (tal como lo sostiene el propio Servicio en Circular 73 de 2001) no es para liquidar, reliquidar o girar cualquier impuesto, sino exclusivamente los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación.

Es posible concluir entonces que la Citación no es un instrumento para aumentar el plazo de prescripción, se trata de la consecuencia restringida que el legislador ha establecido únicamente respecto de los impuestos que derivan de las operaciones indicadas en forma determinada en la Citación.

26°.- Que, en cuanto a los planteamientos de la defensa del Servicio reclamado, del propio acto reclamado se puede apreciar que dicho organismo dispuso al momento de practicar la citación, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras con que se encuentra premunido, a lo menos de la siguiente documentación: Balance general año 2006 autorizado folio 845, balance general año 2007 autorizado folio 2448 a 2450, balance general año 2008 autorizado folios 2451 al 2453, balance general año comercial 2009 autorizado folios 2225 al 2227, balance general año comercial 2010 autorizado folios 2228 al 2230, libro de honorarios año 2010 autorizado folios 834 al 844, libro F.U.T A.T. 2008 al AT 2010 autorizado folio 832, libro mayor año comercial 2007 autorizado folios 825 al 623, libro mayor año comercial 2008 autorizado folios 501 al 682, libro mayor año comercial 2009 autorizado folios 2231 al 2447, libro mayor año comercial 2010 autorizado folios 1701 al 1862, libro de remuneraciones año comercial 2009 y 2010 no autorizado y sin folios, más plantillas de imposiciones y copia de escritura de constitución de la sociedad. Sin contar la que la misma Unidad del Servicio ya había tenido a la vista por otro procedimiento de fiscalización a que se hizo referencia en el considerando quinto.

En consecuencia, es posible descartar esta alegación del Servicio, en cuanto a que la falta de antecedentes le impidió señalar las operaciones y no obstante ello el efecto de aumentar el plazo de prescripción de todas formas se produjo. Dicho lo anterior, se debe determinar si la citación produjo o no el efecto de aumentar el plazo de prescripción, ya que considerando que la fecha de notificación de los actos reclamados fue el 27 de agosto de 2014, y se refiere al impuesto a la renta del año tributario 2011, cuyo plazo de prescripción expiraba el 30 de abril de 2014, sólo en la medida en que se considerare válido el aumento de prescripción la liquidación reclamada no se extendería a impuestos prescritos.

27°.- Que, en este sentido cobra especial relevancia lo dispuesto en el inciso 4° del artículo 200 del Código Tributario en cuanto dispone que “Los plazos anteriores se entenderán aumentados por el término de tres meses desde que se cite al contribuyente, de conformidad al artículo 63 o a otras disposiciones que establezcan el trámite de la citación para determinar o reliquidar un impuesto, respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación. Si se prorroga el plazo conferido al contribuyente en la citación respectiva, se entenderán igualmente aumentados, en los mismos términos, los plazos señalados en este artículo”.

28°.- Que, tal como se puede apreciar de la norma transcrita precedentemente, sin perjuicio de que exista una citación válidamente notificada y que producirá todos los efectos que para el caso le asigne la ley, sólo producirá el efecto de aumentar el plazo de prescripción “respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación”. Sobre este punto el Diccionario de la Real Academia de la Lengua española define el concepto “operaciones” en su tercera acepción como “Negociación o contrato sobre valores o mercaderías. Operación de bolsa, de descuento”. Y asimismo el texto citado define el concepto “determinar” como “Fijar los términos del algo; 2. Distinguir, discernir”. De los conceptos expuestos, en contraste con la citación n° 56 que rola a fojas 6 y siguientes de autos, se puede constar que no se ha cumplido en este caso con determinar operaciones específicas respecto de las cuales pueda entenderse aumentado el plazo de prescripción para fiscalizar los impuestos que de ellas deriven, por lo cual, la liquidación reclamada se encuentra prescrita, ya que, como se aprecia en dicho acto administrativo en su punto “2. Partidas y Periodos” (fojas 7) el organismo fiscalizador se limitó solamente a mencionar ciertas cuentas de gastos registradas en el balance, sin mencionar operación específica alguna, y sin señalar los reparos oponibles a dichas cuentas, para que, de alguna forma se hubiere podido llegar a determinar una o más operaciones sobre las cuales se pudiera haber considerado aumentado el plazo de prescripción.

29°.- Que, en el mismo sentido señalado en el considerando anterior, se ha pronunciado el propio Servicio de Impuestos Internos en la circular 73 del año 2001, en cuanto señala lo siguiente: “…Según se observa de las disposiciones legales transcritas en el Párrafo precedente, por el simple hecho de notificarse la citación al contribuyente, se aumenta automáticamente en tres meses el plazo de prescripción de tres o de seis años, según el caso, que tiene el Servicio para liquidar, reliquidar o girar impuestos. Pero es de suma importancia observar que este aumento del plazo no es para liquidar, reliquidar o girar cualquier impuesto, sino exclusivamente los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación. Por lo tanto, para que surta efecto este aumento del plazo en favor del Servicio, es necesario: a) Que en la “citación” se indiquen, con la mayor precisión y exactitud posible, las operaciones del contribuyente que se trata de aclarar y que puedan dar lugar al cobro de un impuesto. No es indispensable determinar y calcular el tributo en la citación; pero si ello es posible, conviene hacerlo…”.

Por lo cual, la infracción a las instrucciones de la dirección del Servicio cometida en las liquidaciones de autos, en cuanto no efectuó la determinación que se encuentra instruida y mandatada por la Ley, obliga a concluir que las liquidaciones reclamadas fueron practicadas respecto de periodos que se extendían más allá del término ordinario de prescripción.

30°.- Que, sin perjuicio de que lo ya dicho es suficiente para dejar sin efecto las liquidaciones reclamadas por falta de fundamentos y por encontrarse prescritos los impuestos a la fecha en que se notificaron las liquidaciones, tomando en cuenta que el único fundamento de dichas liquidaciones consistió en la falta de la documentación de respaldo de la contabilidad, se debe considerar que ahora en esta instancia judicial el contribuyente sí ha aportado dicha documentación, de la cual el Servicio únicamente ha observado lo que indica en su presentación de fecha 11 de marzo del presente, esto es, escrito “se tenga presente” el comprobante contable N° 486 que corresponde a 16 recibos de arriendo, archivador denominado “planillas recaudación estadio 2010” y comprobantes de egreso números 502, 529, 548, 606, 607, 612, 623, 624, 658 y 704, que corresponderían a premios pagados al plantel. Estos documentos objetados representan una ínfima parte de los documentos aportados, e incluso sólo corresponden a cuatro partidas de las catorce observadas en la liquidación, y ni siquiera a la totalidad de éstas. Además, se debe señalar que los fundamentos de la objeción, corresponden a alusiones en cuanto a la eficacia probatoria de dichos documentos, cuestión que corresponde ponderar al Tribunal conforme a la sana crítica de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 132 del Código Tributario y que no obstante se ha hecho innecesario conforme a lo razonado precedentemente.

31°.- Que, respecto de la documentación acompañada por la reclamante, sin que se entre a realizar una auditoría de la misma, la que es propia del Servicio de Impuesto Internos, ni un estudio de la prueba por resultar innecesario a la luz de lo antes razonado, se puede observar que dicha documentación efectivamente se relaciona con el giro de la sociedad anónima deportiva profesional, y con las partidas cuestionadas, como se puede citar a modo ejemplar, los contratos de arriendo de estadio con la Ilustre Municipalidad de Coquimbo, contrato de arriendo del inmueble donde funciona la sede del Club, facturas de compras de enero a diciembre de 2010, singularizadas en presentación de fecha 18 de marzo, con las salvedades indicadas en resolución del día 25 del mismo año y mes, talonario de boletas de prestación de servicios de terceros folios 69 al 100; libro auxiliar de honorarios con sus correlativas boletas de honorarios; documento anexo 1 valorización pase de jugadores fechado al año 2006, dos finiquitos del año 2010; escrito téngase presente con copia de 7 cheques del banco XXXX de la cuenta corriente de la reclamante por un millón de pesos cada uno y cartola de la cuenta corriente bancaria; comprobante contable con recibos de arriendo; comprobante contable que indica ingreso de 200.000 euros a tipo de cambio de $787.19 por derechos de formación del jugador XXXX; autorización para banco XXXX para la venta 66.623 euros al tipo de cambio de $660; comprobantes contables y comprobantes firmados por recibo de premios; oficios de la Superintendencia de Valores y Seguros; archivador con plantillas de recaudación estadio 2010; memoria institucional de la reclamante del año 2010; carpeta denominada canal del fútbol con documentación con membrete de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional; y 17 cajas con comprobantes contables de egreso e ingreso, con sus respectivos respaldos, las cuales ya fueron singularizadas en la parte expositiva de la presente sentencia.

32°.- Que, no obstante no se puede hacer una referencia a la pertinencia de dicha documentación, para el efecto Tributario específico que se le haya dado en la respectiva declaración de impuestos, también es verdad que no existe un reproche específico del Servicio sobre el particular, no siendo esta la instancia, como se dijo, en la que deba realizarse una auditoría tributaria al contribuyente, sino únicamente determinar la validez y mérito de las liquidaciones. Sin embargo, en una apreciación general, es posible concluir que dicha documentación es coherente con la actividad de la contribuyente, lo que la hace bastante, unida a los registros contables no reprochados, para tener por establecida la efectividad de las operaciones a que se refieren.

Visto, además, lo dispuesto en los artículos 21, 63, 123, 132, 200 y demás pertinentes del Código Tributario, y en el Decreto Ley 824 sobre Ley de Impuesto a la Renta, y Constitución Política de la República.

SE RESUELVE:

1°.-. Ha lugar al reclamo. Se dejan sin efecto las liquidaciones de impuestos números 62 y 63 de fecha 27 de agosto de 2014, practicadas a la reclamante por la Unidad de Coquimbo de la IV Dirección Regional La Serena del Servicio de Impuestos Internos.

2°.- Se condena en costas a la reclamada que resultó totalmente vencida y que no parece haber tenido motivos plausibles para haber arrastrado a juicio a la reclamante.

3°.- Notifíquese a la reclamante por carta certificada y al Servicio de Impuestos Internos IV Dirección Regional La Serena, mediante publicación de la presente sentencia en el sitio internet del Tribunal.

4°.- Dese aviso a las partes a los correos electrónicos consignados. Déjese testimonio en el expediente.

5°.- Anótese, regístrese y archívese en su oportunidad.”
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